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Presentación


 El lector tiene ante sí una obra eminentemente práctica que aborda todas las cuestiones relativas a lo que sucede en una comprobación inspectora.

El contenido sigue el orden lógico de una inspección desde el punto de vista del sujeto inspeccionado, tratando de responder a las preguntas que le asaltan cuando recibe una comunicación de inicio de actuaciones por parte de la Inspección, empezando por saber si dicha comunicación responde realmente al inicio de una comprobación inspectora, u obedece a otro motivo, como puede ser una solicitud de información.

Verificado que la comunicación sí corresponde a una inspección, el obligado tributario debe saber que la Inspección no le va a comunicar, aunque lo pregunte, el motivo de su inclusión en el plan de inspección. Si que va a saber desde el principio qué impuestos y períodos se van a comprobar, y qué posibilidades de actuación tiene, tanto en los impuestos y períodos citados, como en los no citados, si por ejemplo, dejó de ingresar cuotas tributarias.

En los diferentes capítulos se expone con detalle la normativa y jurisprudencia más relevante aplicable a cada tema tratado. Así ocurre, entre otros, con los temas relativos a la documentación que se tiene que aportar, a cuánto va a durar la inspección, a los requisitos para que la inspección pueda entrar en el domicilio o negocio, o las consecuencias de que la Inspección descubra ventas no declaradas.

Además de los capítulos específicos dedicados al desarrollo típico del procedimiento de inspección, se incluyen otros temas que tienen también importancia, como es la estimación indirecta de bases, las particularidades de la comprobación de los grupos de sociedades, la problemática del conflicto en la aplicación de la norma, o los requerimientos de información.

Además de los comentarios y jurisprudencia, en cada capítulo se incluyen los modelos y formularios más habituales utilizados en el procedimiento de Inspección, debiendo saber el obligado tributario qué derechos y posibilidades de actuación tiene en cada uno de ellos, así como sus consecuencias. Así, por ejemplo, en la comunicación de inicio de actuaciones sólo tiene la posibilidad de recibirla o rechazarla, y debe tener claro las consecuencias legales de cada una de esas conductas. Sin embargo, en los documentos que se redactan en cada visita de inspección (las diligencias) puede hacer las manifestaciones que considere pertinentes, pero debe saber el valor probatorio de lo que se refleje en las mismas. Cuando finalizan las actuaciones, el obligado tributario debe decidir si presta conformidad o no a las liquidaciones que hace la Inspección, y las consecuencias legales y prácticas que tiene dicha conformidad, como puede ser una reducción importante en la cuantía de las sanciones.

Por último, se abordan en los últimos capítulos las consecuencias que puede tener una comprobación inspectora, tanto en el ámbito sancionador como en el supuesto de que se instruya un expediente de delito fiscal. Por ello, se examinan con detalle las infracciones tributarias que se le pueden imponer, las sanciones que llevan aparejadas, así como el procedimiento a seguir. En este sentido, el obligado tributario ha de conocer que cualquier incumplimiento de los plazos regulados en este procedimiento implican automáticamente la caducidad del mismo, y la sanción no se puede imponer nunca, siendo estos efectos totalmente diferentes a los que se producen en el caso de un incumplimiento de los plazos en el procedimiento de inspección.

En relación con las consecuencias, se ha dejado para el capítulo final el tema del delito fiscal. Dado que estamos situados en el ámbito penal, y no en la actuación administrativa de la Inspección, la máxima preocupación para el obligado tributario en el procedimiento de inspección es que éste termine con la remisión del expediente al Juzgado por apreciarse la existencia de un delito fiscal. Aparte de la normativa reguladora del delito fiscal, tanto en el Código Penal como en la normativa tributaria, en el capítulo se explican las posibilidades de actuación que tiene el obligado tributario, ya que debe saber que no toda condena por delito fiscal supone el ingreso efectivo en prisión, pudiendo eludirse en la mayoría de las ocasiones si se reconoce el fraude y se paga la cuota defraudada.

En esta nueva edición, se ha incorporado un nuevo apartado relativo a la nueva obligación que tienen los profesionales, como asesores fiscales, auditores y abogados, de establecer canales de denuncia internos en relación con el blanqueo de capitales. Dicha obligación figuraba en la Directiva (UE) 2015/849, y ha sido ahora incorporada a normativa española, la Ley 10/2010 sobre prevención del blanqueo.

Se exponen temas muy actuales, como es la problemática relativa a las sanciones a aplicar por infracciones relativas a la presentación de la declaración de bienes en el extranjero (modelo 720), como consecuencia de los reparos que ha puesto la Comisión Europea al régimen sancionador vigente, cuya solución final no se conoce todavía.

Se ha actualizado el contenido, de acuerdo con las modificaciones efectuadas en los Reglamentos de desarrollo de la LGT. Entre ellas se destaca el desarrollo del nuevo procedimiento de delito fiscal, añadiendo en el RGIAT un nuevo capítulo sobre las actuaciones en supuestos de delito contra la Hacienda Pública (artículos 197 bis a 197 sexies), que regula la nueva tramitación administrativa del delito contra la Hacienda Pública que, como regla general, permite la práctica de liquidación administrativa en el seno del procedimiento inspector. Por otro lado, en los casos de conflicto en la aplicación de la norma, tras la modificación operada en la LGT por la Ley 34/2015, se pueden imponer sanciones tributarias por el artículo 206 bis de la LGT 2003, cuando se acredite la existencia de igualdad sustancial entre el caso objeto de regularización y aquel o aquellos otros supuestos en los que se hubiera establecido criterio administrativo hecho público previamente. De ahí que se introdujera un nuevo apartado 6 en el artículo 194 del RGIAT 2007, para regular esta publicidad de los criterios administrativos, y en la página web de la AEAT se ha publicado en octubre de 2018 el primer criterio relativo a los gastos financieros de financiación intragrupo en el Impuesto sobre Sociedades.

Se ha actualizado el contenido de la denuncia tributaria, contemplando los diferentes tipos que figuran en la página web de la Agencia Tributaria, como la relativa a facturas, al software de ocultación de ventas, al comercio electrónico y fraude web, al alquiler de inmuebles, a los pagos en efectivo por importe superior a 2.500 euros, o a las denuncias relativas al contrabando o a otros temas cuya competencia corresponde al Servicio de Vigilancia Aduanera.

Por último, se ha incorporado nueva doctrina y jurisprudencia relevante, como la STS 27-11-2017, que afecta al inicio de las actuaciones inspectoras en año diferente a su inclusión en el Plan de Inspección; la STS de 17-1-2018, que reafirmó la constitucionalidad del régimen de notificaciones electrónicas obligatorias; o el criterio reiterado del TEAC en su resolución de 22/09/2016, que contradice la doctrina del Tribunal Supremo, al establecer que las declaraciones resumen anual no tienen contenido liquidatorio, pues simplemente facilitan la gestión del Impuesto, y por lo tanto, no pueden interrumpir el plazo de prescripción para liquidar la deuda tributaria. Hay que destacar también la STS 23-2-2017, que considera legal la utilización de la información contenida en la llamada Lista Falciani, y confirma la condena a un contribuyente por omitir la tributación en el IRPF.
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Modelos y formularios


 PROCEDIMIENTO DE INSPECCIÓN

Consulte el cupón, en la página inicial de la obra, para editar y/o visualizar los formularios y modelos.


	
1.  Comunicación de inicio de actuaciones

	
2.  Solicitud de justificación de la inclusión en Plan de Inspección

	
3.  Formulario para una denuncia tributaria

	
4.  Modelos de notificación de la comunicación de inicio de actuaciones

	
5.  Solicitud de aplazamiento de las actuaciones

	
6.  Solicitud para ampliar el alcance de una actuación de comprobación parcial a una de carácter general

	
7.  Solicitud de recusación del actuario

	
8.  Escrito de queja o sugerencia ante el Consejo para la Defensa del Contribuyente

	
9.  Solicitud de aplazamiento actuaciones por no poder comparecer en el día y hora señalados por la inspección

	
10.  Representación de un obligado tributario sin capacidad de obrar (incapacitado o menor de edad)

	
11.  Documento de representación

	
12.  Revocación de la representación

	
13.  Escrito de solicitud para que la Inspección no actúe en un período determinado

	
14.  Escrito de alegaciones a las medidas cautelares adoptadas por la Inspección

	
15.  Alegaciones previas a la formalización del acta

	
16.  Manifestaciones en una diligencia de constancia de hechos

	
17.  Acta con acuerdo

	
18.  Autorización para la suscripción de acta con acuerdo

	
19.  Modelo de aval para acta con acuerdo

	
20.  Modelo de acta de conformidad

	
21.  Recurso de reposición contra actas de conformidad (A01)

	
22.  Modelo de acta de disconformidad

	
23.  Solicitud de prórroga del plazo de alegaciones

	
24.  Alegaciones a las actas de disconformidad (A02)

	
25.  Recurso de reposición contra acuerdo de actas de disconformidad (A02)

	
26.  Acuerdo de declaración de responsabilidad

	
27.  Modelo de requerimiento de obtención de información por la inspección tributaria

	
28.  Contestación de que se ha aportado la documentación en otro procedimiento

	
29.  Contestación de que no se dispone de la información solicitada

	
30.  Contestación al requerimiento aportando la información solicitada

	
31.  Recurso de reposición contra requerimiento de obtención de información

	
32.  Solicitud de ampliación del plazo para atender el requerimiento de obtención de información

	
33.  Consentimiento del obligado tributario para solicitar cuentas bancarias

	
34.  Solicitud de investigación de cuentas bancarias

	
35.  Acuerdo del Delegado o Director de Departamento

	
36.  Notificación a las entidades bancarias

	
37.  Notificación al contribuyente



PROCEDIMIENTO SANCIONADOR TRIBUTARIO


	
1.  Alegaciones a la propuesta de resolución

	
2.  Alegaciones al acuerdo de rectificación de la propuesta

	
3.  Solicitud de caducidad del procedimiento

	
4.  Recurso de reposición contra resolución del expediente sancionador

	
5.  Solicitud de rectificación de errores aritméticos, materiales o de hecho en el acuerdo del expediente sancionador

	
6.  Solicitud de condonación de la sanción

	
7.  Conformidad a la propuesta de sanción

	
8.  Disconformidad a la propuesta de sanción

	
9.  Disconformidad al acuerdo de rectificación de la propuesta de sanción

	
10.  Renuncia al procedimiento sancionador separado en una inspección
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Parte 1 Cómo afrontar una inspección






Capítulo 1 Cómo se inicia una inspección


 
 RESUMEN NORMATIVO


 NORMATIVA GENERAL SOBRE PROCEDIMIENTO DE INSPECCIÓN

• Ley General Tributaria


	
—  Art. 97 a 116: Normas comunes sobre actuaciones y procedimientos tributarios.

	
—  Art. 141 a 159: Actuaciones y procedimiento de inspección.



• Reglamento General de Gestión e Inspección, y de Aplicación de los Tributos


	
—  Art. 87 a 115: Normas comunes sobre actuaciones y procedimientos tributarios.

	
—  Art. 166 a 197. Actuaciones y procedimiento de inspección.



• Sobre organización


	
—  Ley de Presupuestos de 1991. Artículo 103: creación de la AEAT.

	
—  Orden 13-10-2005 y Resolución de 26-12-2005 de la Presidencia de la AEAT sobre estructura y competencias de la Delegación Central de Grandes contribuyentes.

	
—  Orden 10/12/2007 sobre Departamentos de la AEAT.

	
—  Resolución de 24 de marzo de 1992 de la Presidencia de la AEAT sobre organización y competencias en el Departamento de Inspección.



FORMAS DE INICIACIÓN


	
•  Normativa: Iniciación del procedimiento de inspección: Art. 177 RGAT.

	
•  Normas comunes a los procedimientos: Art. 87 y 97 RGAT.



1. Mediante comunicación notificada. Art. 177.1 RGAT


	
•  Indicación de procedimiento, objeto, circunstancias de tiempo y lugar, documentación a aportar, y constancia del efecto de interrupción de la prescripción. Art. 87.3 RGAT.

	
•  Plazo para la comparecencia: No inferior a 10 días. Art. 87.4 RGAT.

	
•  Requisitos formales de las comunicaciones en general: Art. 97 RGAT.



2. Mediante personación sin previa comunicación. Art. 177.2 RGAT


	
•  Cuando se estime pertinente (en los lugares del Art. 151 LGT).

	
•  Plazo: inmediato, mediante personación en la empresa.

	
•  Quién debe atender. Deberá atenderla el OT, su representante, o el encargado (también se recoge en el Art. 173.2 RGAT).

	
•  Con los requisitos de entrada y reconocimiento de fincas. (Art. 172 RGAT).

	
•  Se informará de la naturaleza y alcance de las actuaciones. (Art. 147.2 LGT).

	
•  Se recogerá en diligencia: (Art. 98.2.a) RGAT).



 MODELOS Y FORMULARIOS


	
—  Comunicación de inicio de actuaciones.




1.  No toda actuación de la inspección supone una comprobación de impuestos

Lo primero que hay que señalar es que no toda comunicación que el obligado tributario recibe de la Administración Tributaria tiene como objetivo iniciar una comprobación de impuestos. Aún en el caso de que la comunicación provenga de la Inspección, ésta puede corresponder a otro tipo de actuación, como puede ser, por ejemplo, un requerimiento para que se aporte información.

Las clases de actuaciones que puede hacer la Inspección son las siguientes: (Art. 141 LGT)


	
—  De comprobación e investigación.

	
—  De obtención de información.

	
—  De comprobación de valores.

	
—  De comprobación del cumplimiento de los requisitos para la obtención de beneficios o incentivos fiscales.

	
—  De comprobación limitada.

	
—  De asesoramiento e informe a órganos de la Administración pública.

	
—  Otras actuaciones.



Además, si la actuación iniciada se refiere a una comprobación inspectora, ésta puede tener contenidos muy diferentes, ya que puede abarcar desde varios impuestos y años, hasta, por ejemplo, referirse a la verificación de los aspectos formales de una devolución solicitada por el propio obligado tributario.

Por todo ello, ante la preocupación que supone recibir una comunicación de la Inspección, lo primero que tiene que hacer el obligado tributario es verificar si la comunicación recibida corresponde realmente a una actuación de comprobación, y en ese caso, saber qué alcance va a tener, ya que la Administración está obligada a reflejar en la comunicación el tipo de actuación que se va a iniciar.

Aunque se desarrollen con detalle en los apartados siguientes, podemos decir que, aunque la normativa y el procedimiento sea el mismo, no tiene nada que ver la comprobación de una devolución tributaria solicitada por el obligado tributario (IVA, I. Sociedades,…) con una comprobación de varios años del Impuesto sobre Sociedades y del IVA. La duración de las actuaciones, el tipo de documentación a examinar, y las restantes circunstancias del procedimiento serán totalmente diferentes.

2.  De qué forma se inicia una inspección

La normativa prevé dos formas de iniciar las actuaciones inspectoras: mediante un documento denominado comunicación de inicio de actuaciones, que se tiene que notificar al obligado tributario por los medios vigentes en cada momento, o personándose la Inspección directamente en el local o domicilio, iniciándose en ese momento las actuaciones.

Esas dos formas de inicio se regulan en el artículo 177 del RGIAT:


	
a)  Mediante comunicación notificada al obligado tributario para que se persone en el lugar, día y hora que se le señale.

	
b)  Mediante personación, sin previa comunicación, en las oficinas, instalaciones o almacenes del interesado. En este caso, las actuaciones se entenderán con el interesado, si estuviere presente, o bien con quien ostente su representación como encargado o responsable.



Con la implantación del expediente electrónico en la Inspección, la comunicación de inicio de actuaciones se firmará de forma electrónica por el actuario y podrá notificarse al obligado tributario directamente por vía electrónica en determinados supuestos, ya que desde el 1 de enero de 2011 el Real Decreto 1363/2010, de 29 de octubre, ha regulado los supuestos de notificaciones y comunicaciones administrativas obligatorias por medios electrónicos en el ámbito de la AEAT, adoptando el sistema de dirección electrónica habilitada (DEH) existente para toda la Administración del Estado.

A partir del inicio del expediente, el contribuyente, mediante el acceso a la Sede electrónica de la AEAT, recibirá información sobre el estado de tramitación de su expediente, que en el caso de la Inspección no le aportará información detallada, ya que el mensaje será que el expediente está pendiente de liquidación o finalizado.

La Inspección puede personarse sin previo aviso en las instalaciones, oficinas o almacenes del interesado. Si no está presente el obligado tributario persona física o el representante legal, en caso de ser persona jurídica, tiene que atender a la Inspección el encargado. Dispone el artículo 173.2 del RGIAT que cuando el personal inspector se persone sin previa comunicación en el lugar donde deban practicarse las actuaciones, el obligado tributario o su representante deberán atenderles si estuviesen presentes. En su defecto, deberá colaborar en las actuaciones cualquiera de las personas encargadas o responsables de tales lugares, sin perjuicio de que en el mismo momento y lugar se pueda requerir la continuación de las actuaciones en el plazo que se señale y adoptar las medidas cautelares que resulten procedentes. Se puede iniciar expediente sancionador al encargado, no a la empresa, por no prestar colaboración a la Inspección.

Si no se pueden realizar las actuaciones en ese momento, no se tiene que conceder el plazo de diez días para comparecer en las oficinas de la Inspección, ya que la comprobación se ha iniciado. Así figura en el artículo 87.4 del RGIAT, que establece que salvo en los supuestos de iniciación mediante personación, se concederá al obligado tributario un plazo no inferior a 10 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación de la comunicación de inicio, para que comparezca, aporte la documentación requerida y la que considere conveniente, o efectúe cuantas alegaciones tenga por oportunas.

Un excepción a la norma anterior figura en el artículo 180.3 del RGIAT, que establece un plazo de diez días para que el obligado tributario comparezca en las oficinas de la Administración tributaria cuando el requerimiento de comparecencia, en el desarrollo de las actuaciones de comprobación, no se haya realizado en su presencia. Así pues, si la actuación corresponde a un inicio de las actuaciones mediante personación de la Inspección y con presencia del obligado tributario no hay que dar el plazo de los diez días para comparecer en las oficinas de la Inspección.

Una vez iniciado el expediente, el contribuyente, mediante el acceso a la Sede electrónica de la AEAT, recibirá información sobre el estado de tramitación de su expediente, que en el caso de la Inspección no le aportará información detallada, ya que el mensaje que recibirá se refiere solamente a la situación del expediente de que está pendiente de liquidación o finalizado.

Pero, antes de que el obligado tributario haya recibido una comunicación de inicio de actuaciones, o de que se hayan iniciado las actuaciones mediante personación de la Inspección, sin previa comunicación, ha existido una actividad administrativa previa en las Dependencias de Inspección, que ha culminado con la inclusión del obligado tributario en el plan de inspección.

Las diferentes fases que integran una actuación de comprobación inspectora y los encargados de ejecutarla, dentro de las Dependencias de Inspección, son las siguientes:

[image: ]

A la vista de dichas fases, antes de que el obligado tributario haya recibido la comunicación de inicio de actuaciones de la Inspección, han existido unos trabajos previos de la unidad de selección, en la que normalmente hay también inspectores y técnicos, cuyo trabajo principal es examinar toda la documentación e información que hay de cada contribuyente, tanto externa como interna, y proponer al Inspector Jefe las listas de contribuyentes que cumplen los requisitos establecidos en cada plan de actuación para ser objeto de selección. El siguiente paso es la firma por el inspector jefe de la orden de carga en plan de inspección, y la redacción posterior por el actuario de la comunicación de inicio de actuaciones inspectoras.

La iniciación del procedimiento de Inspección está regulada en el artículo 147 LGT, que dispone que se iniciará:


	
a)  De oficio.

	
b)  A petición del obligado tributario, en los términos establecidos en el artículo 149 LGT, que se refiere a la solicitud de una Inspección de carácter general.



La denuncia pública no se configura, como se expone más adelante, como un modo de iniciar el procedimiento tributario, sino como un mecanismo de obtención de información por parte de la Administración que decidirá, en función de las circunstancias concurrentes y los indicios de veracidad que resulten de la denuncia, el inicio de las oportunas actuaciones. La denuncia pública tiene especial trascendencia para el inicio del procedimiento de inspección, aunque la LGT la regula, al igual que otras cuestiones, de forma común para todos los procedimientos tributarios en la medida en que en función de la información que incorpore puede ser suficiente para el inicio de otro procedimiento de comprobación o ser en cambio de utilidad para otros fines distintos de la comprobación, como por ejemplo la realización de actuaciones recaudatorias.


 Doctrina y jurisprudencia

El acuerdo de inclusión del contribuyente en un Plan de Inspección es un acto de trámite que no es necesario notificar. La falta de autorización previa al inspector actuario no conlleva la nulidad de las actuaciones, pues el acto final de liquidación dictado por el inspector jefe convalida la citación para el inicio de las actuaciones inspectoras sin respetar el plazo de los diez días establecido en el artículo 30.1 del Reglamento de la Inspección para la comparecencia (actual 87.4 del RGIAT). El Reglamento no establece las consecuencias del incumplimiento de dicho plazo, por lo que hay que acudir a la Ley de Procedimiento Administrativo que, en relación con este tipo de irregularidades formales, establece que solamente determinarán la anulabilidad del acto cuando el mismo carezca de los requisitos formales indispensables para alcanzar su fin o dé lugar a la indefensión de los interesados. Por otro lado, establece también que las actuaciones administrativas establecidas fuera del tiempo establecido sólo implicarán la anulación del acto si así lo impusiera la naturaleza del término o plazo. Parece obvio que el incumplimiento del plazo para efectuar la primera comparecencia no puede considerarse un requisito indispensable para el fin de esa actuación ni causó la menor indefensión a los requeridos, por lo que no puede tener como consecuencia la anulación de las actas firmadas (RTEAC 24-10-1996 y 28-5-1997).

Comunicación de inicio sin citar el concepto impositivo. La defectuosa o insuficiente mención, en el acuerdo de inicio del expediente de comprobación, al detalle de cuál era el concepto impositivo a efectos de retenciones, no ha producido la indefensión del interesado. La información facilitada en el acto de inicio es suficientemente ilustrativa, cumpliendo los requisitos reglamentariamente exigidos (SAN 17-7-2008).

Comunicación de inicio sin adjuntar anexo informativo de derechos y obligaciones. El posible defecto formal consistente en la falta de remisión del anexo informativo de los derechos y obligaciones del contribuyente, no invalida las actuaciones inspectoras (TEAC 25-6-2008).



3.  Cómo es el modelo de comunicación de inicio de actuaciones

En el contenido del modelo de comunicación de inicio que se inserta a continuación, se pueden diferenciar las siguientes partes esenciales:


	
1.  ÓRGANO ACTUANTE.La comunicación de inicio de actuaciones puede provenir de cualquiera de las Administraciones tributarias que tienen competencias inspectoras. En este apartado se identifica el órgano que emite la comunicación. Las diferentes Administraciones tributarias, y sus competencias se desarrollan en el capítulo 4.



	
2.  TIPO DE ACTUACIÓN.Este apartado, junto con el correspondiente a los impuestos y períodos que se van a comprobar, es quizás el más importante de este modelo. En el modelo concreto que se inserta, la comprobación se refiere al Impuesto sobre Sociedades del año 2014, y tiene carácter parcial porque está limitada a la verificación de una devolución solicitada por el obligado tributario. La actuación sería totalmente diferente si en este apartado constara, por ejemplo, que el objeto de la comunicación es un requerimiento de obtención de información.



	
3.  OBLIGADO TRIBUTARIOFiguran los datos identificativos del obligado tributario que va a ser objeto de la comprobación inspectora.

A continuación se especifica el lugar, día y hora para la primera comparecencia.



	
4.  QUÉ SE VA A COMPROBARAquí figuran los impuestos y períodos que se van a comprobar, que es lo que técnicamente se define como la extensión y alcance de las actuaciones, cuya teoría se desarrolla en el capítulo 4.



	
5.  PRECEPTOS LEGALESLa Ley General Tributaria y el Reglamento de aplicación de los tributos regulan el contenido de las comunicaciones como documentos, en general. A ello hay que añadir las particularidades de una comunicación relativa al inicio de las actuaciones inspectoras, como es la referencia a determinados preceptos legales; a la opción que tiene el obligado tributario de solicitar la ampliación del alcance de las actuaciones, cuando tengan carácter parcial; al plazo de duración de las actuaciones inspectoras; a los preceptos sobre la prescripción tributaria; o la terminación de otros procedimientos en curso. Consta también en la comunicación que se acompaña un anexo informativo de derechos y obligaciones, así como el documento de representación.

La duración de las actuaciones se desarrolla en el capítulo 9.



	
6.  DOCUMENTACIÓN SOLICITADA AL INICIO DE LAS ACTUACIONESLa documentación que se relaciona en la comunicación de inicio de actuaciones es la que se solicita al inicio de las mismas, lo que no impide que en el transcurso de las actuaciones se pueda solicitar más documentación, que suele ser lo habitual.

En el capítulo 8 se desarrolla todo lo relativo a la documentación que se tienen que entregar, y a las facultades que tiene la Inspección para su examen y copia.



	
7.  ANEXO INFORMATIVO DE DERECHOS Y OBLIGACIONESLa inclusión de este anexo está regulada expresamente en la Ley General Tributaria.

Los derechos y obligaciones de los obligados tributario se exponen en el capítulo 5.



	
8.  DOCUMENTO DE REPRESENTACIÓNLa obligación de incluir este documento figura expresamente regulado en la Ley General Tributaria.

Todo lo relativo a la representación, y a quién debe comparecer en las actuaciones de la Inspección se desarrolla en el capítulo 7.





FORMULARIO


Comunicación de inicio de actuaciones


 Export Popup

Ref. CISS 170/2005

Agencia Tributaria www.agenciatributaria.es   Delegación Especial de 

Dependencia Regional de Inspección

C/   nº  

Población  

Planta   Despacho  

Telef.   Fax  




CODIGO DE BARRAS

Contribuyente  

N.I.F.:  

Domicilio  





COMUNICACIÓN DE INICIO DE ACTUACIONES DE COMPROBACIÓN E INVESTIGACIÓN

CONTRIBUYENTE: (NIF Y NOMBRE)  

EQUIPO O UNIDAD DE INSPECCION N.º  

ACTUARIOS:

Planta   Despacho   Teléfono   Fax  

Por orden del Inspector Jefe, y al objeto de verificar el cumplimiento de sus obligaciones y deberes tributarios por los conceptos y períodos que a continuación se detallan, le comunico el inicio de actuaciones inspectoras de comprobación e investigación en los términos previstos en los artículos 141 y 145 de la Ley General Tributaria (Ley 58/2003, de 17 de diciembre, BOE del 18 de diciembre), en adelante LGT, y en el artículo 177 del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos (Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, BOE del 5 de septiembre), en adelante RGAT.







	CONCEPTO/s
	PERÍODOS




	• Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
	-----



	• Impuesto sobre Sociedades.
	-----



	• Impuesto sobre el Patrimonio.
	-----



	• Impuesto sobre el Valor Añadido.
	-----



	• Retenciones a cuenta del IRPF e I. Sociedades.
	-----





Las actuaciones inspectoras tendrán carácter general/parcial de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 148 de la LGT.

En caso de actuaciones parciales:

Las actuaciones de carácter parcial lo serán de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento General de Gestión e Inspección Tributaria. No obstante, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 149 de la LGT, el contribuyente tiene derecho a solicitar del Inspector-Jefe, dentro de los quince días siguientes a la recepción de esta comunicación, que la actuación iniciada con carácter parcial tenga carácter general en relación con el/los tributo/s y ejercicio/s afectados por la actuación, sin que tal solicitud interrumpa las actuaciones en curso.

El plazo máximo de duración de las actuaciones inspectoras será de 18 meses, conforme al apartado 1.a) del artículo 150 de la LGT. Se informa que no se incluirán en el cómputo de este plazo los periodos de suspensión a los que se refiere el apartado 3 del artículo 150 LGT. Asimismo, podrán producirse periodos de extensión del plazo si concurren las circunstancias previstas en los apartados 4 y 5 de dicho artículo. El plazo será único para todas las obligaciones y periodos objeto del procedimiento, aunque las circunstancias solo afecten a algunas de ellas, salvo el supuesto de desagregación previsto en el apartado 3 del artículo 150 LGT.

Con arreglo a lo establecido en los artículos 68.1 a), 68.2 a) y 189.3 a) de la LGT, queda interrumpido el plazo de prescripción de los derechos y acciones de la Administración, respecto de los conceptos y período indicados. Asimismo, se hace saber al contribuyente que el ingreso de deudas tributarias pendientes con posterioridad a la recepción de esta comunicación tendrá meramente el carácter de a cuenta sobre el importe de la liquidación derivada del acta que se instruya.

Con tal motivo, y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 29, 142, 146 y 151 de la LGT se señala al contribuyente que:

Constará una de las tres opciones siguientes:


	
a)  La inspección actuante se persona en   donde existe   a las   horas del día   de   de 20  a los efectos de iniciar las actuaciones inspectoras.

	
b)  Deberá comparecer personalmente o por medio de representante autorizado al efecto, ante el actuario D./D.ª   el próximo día   a las   horas en el despacho número  , sito en la planta  , de la calle   n.º   de  , provisto de la documentación que se relaciona al dorso.

	
c)  La Inspección actuante se personará en su domicilio fiscal el próximo día   a las   horas, debiendo tener a su disposición la documentación que se relaciona al dorso.



Junto a esta comunicación se facilita documento normalizado de representación nº   a que se hace referencia en el párrafo segundo del artículo 46.2 de la LGT y en el artículo 112.2.e) del RGAT.

Asimismo, se adjunta «Anexo Informativo» con sucinta enumeración de los derechos y obligaciones que le asisten en el seno de las actuaciones inspectoras.

La desatención a lo solicitado en la presente comunicación, sin causa justificada, podría determinar la aplicación de las responsabilidades y sanciones previstas en el artículo 203 de la LGT.



En  , a   de   de  

El Jefe de Unidad




Fdo.:  

N.R.P.  

RECIBI:

D./D.ª   D.N.I.  

En calidad de  

Fecha  

(Firma)






 ANEXO. Documentación que se solicita

— Documento de representación debidamente cumplimentado, en su caso.

— Escritura o documento de  

ANEXO INFORMATIVO

La Agencia Tributaria le informa que sus derechos y obligaciones en el curso del procedimiento de inspección son los previstos en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, (LGT) normas reglamentarias dictadas en su desarrollo y demás disposiciones aplicables, entre los que se encuentran los siguientes:

Derechos

1. A ser informado al inicio de las actuaciones de comprobación e investigación sobre la naturaleza y alcance de las mismas, así como de sus derechos y obligaciones en el curso de tales actuaciones.

2. A conocer la identidad de las autoridades y personal al servicio de la Administración tributaria bajo cuya responsabilidad se tramita el procedimiento.

3. A ser tratado con el debido respeto y consideración por el personal al servicio de la Administración tributaria, así como promover la recusación de los actuarios en los términos previstos en el artículo 24 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del régimen jurídico del sector público.

4. A actuar por sí o por medio de representante, con el que se entenderán las sucesivas actuaciones, salvo que se haga manifestación expresa en contrario, y a que las actuaciones que requieran su intervención se lleven a cabo en la forma que le resulte menos gravosa, siempre que ello no perjudique el cumplimiento de sus obligaciones tributarias. A que la inspección se desarrolle en el lugar más apropiado para el obligado tributario cuando éste fuese una persona con discapacidad o movilidad reducida.

5. A rehusar la presentación de los documentos que no resulten exigibles por la normativa tributaria y de aquellos que hayan sido previamente presentados por ellos mismos y que se encuentren en poder de la Administración tributaria actuante, siempre que el obligado tributario indique el día y procedimiento en que los presentó.

6. A que sus manifestaciones con relevancia tributaria se recojan en diligencia y a recibir un ejemplar de las mismas, así como de las actas que se extiendan.

7. A conocer el estado de tramitación del procedimiento.

8. A formular alegaciones a aportar documentos en cualquier momento anterior al trámite de audiencia que serán tenidos en cuenta al redactar la correspondiente propuesta de resolución.

9. A ser oído en el trámite de audiencia previo a la firma de las actas de conformidad o disconformidad y a obtener copia a su costa de los documentos que integren el expediente durante el desarrollo de dicho trámite.

10. A que las actuaciones del procedimiento de inspección concluyan en el plazo señalado en el apartado 1 del artículo 150 LGT desde la fecha de la notificación al interesado del inicio del mismo. No se incluirán en el cómputo de este plazo los periodos de suspensión a los que se refiere el apartado 3 del artículo 150 LGT. Asimismo, podrán producirse periodos de extensión del plazo conforme a los apartados 4 y 5 de dicho artículo.

11. Al carácter reservado, en los términos legalmente previstos, de los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Administración tributaria.

12. A relacionarse con la Administración Tributaria para ejercer sus derechos y cumplir sus obligaciones, a través de medios electrónicos, informáticos o telemáticos

Obligaciones

1. Facilitar la práctica de la actuación de comprobación e investigación.

2. Poner a disposición de la Inspección para su examen de documentos, libros, contabilidad principal y auxiliar, ficheros, facturas, justificantes, correspondencia con trascendencia tributaria, bases de datos informatizadas, programas, registros y archivos informáticos relacionados con actividades económicas, así como la inspección de bienes, elementos, explotaciones y cualquier otro antecedente o información que sea necesario para la exigencia de las obligaciones tributarias. Tratándose de registros y documentos establecidos por normas de carácter tributario o de los justificantes exigidos por éstas a los que se refiere el artículo 136.2.c) LGT, podrá requerirse su presentación en las oficinas de la Administración tributaria para su examen.

3. Permitir la entrada de la Inspección, en las condiciones fijadas reglamentariamente, en las fincas, locales de negocio y demás establecimientos y locales en que se desarrollen actividades o explotaciones sometidas a gravamen, existan bienes sujetos a tributación, se produzcan hechos imponibles o supuestos de hecho de las obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los mismos. Cuando sea necesario entrar en el domicilio constitucionalmente protegido del obligado tributario, deberá obtenerse su consentimiento o la oportuna autorización judicial.

4. Atender a la Inspección y prestar la debida colaboración en el ejercicio de sus funciones.

5. Personarse, por si o por medio de representante, en el lugar, día y hora señalados para la práctica de las actuaciones y aportar o tener a disposición de la Inspección la documentación y demás elementos solicitados.

6. Comparecer personalmente cuando la naturaleza de las actuaciones a realizar así lo exija y se requiera de forma motivada por la Inspección.

7. Ratificar aquellos datos específicos, propios o de terceros, contenidos en los documentos previamente aportados.




 ANEXO. Documento de representación

Agencia Tributaria

Delegación Especial de Valencia

www.agenciatributaria.es

OBLIGADO TRIBUTARIO:

N. Referencia:

La representación invocada sólo se considerará válidamente constituida cuando los datos de esta casilla coincidan con los datos de la comunicación de inicio de las actuaciones inspectoras.

MODELO DE REPRESENTACIÓN EN EL PROCEDIMIENTO DE INSPECCIÓN Y EN EL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR QUE PUEDA DERIVARSE DEL MISMO

OTORGAMIENTO DE LA REPRESENTACIÓN

D/Dña   N.I.F  ,

con domicilio fiscal en (municipio) (vía pública) n° 

D/Dña (cónyuge (1) ). N.I.F  ,

con domicilio fiscal en (municipio) (vía pública). n° 

La Entidad (razón social) N.I.F ,

con domicilio fiscal en (municipio)  . (vía pública). n° 

y en su nombre D/Dña.  . como

representante legal según documento justificativo que se adjunta, con N.I.F.  , y domicilio

fiscal en (municipio). (vía pública). n° 

OTORGA/N SU REPRESENTACIÓN a D/Dña.  

N.I.F.   con domicilio a efectos de notificaciones en (municipio). (vía pública). n°  

para que actúe ante la Inspección de los tributos de la AEAT en el procedimiento de comprobación e investigación iniciado/ampliado su alcance mediante comunicación de fecha.  / /  así como en los procedimientos sancionadores ulteriores que, en su caso, puedan iniciarse. Con relación a los conceptos y periodos objeto de dicho procedimiento podrá ejercitar las siguientes facultades: facilitar la práctica de la comprobación e investigación inspectora, aportar cuantos datos y documentos se soliciten o se interesen, recibir comunicaciones, formular peticiones, presentar toda clase de escritos o alegaciones relacionados con las actuaciones inspectoras y la instrucción de los procedimientos sancionadores que puedan iniciarse, manifestar su decisión de no efectuar alegaciones ni aportar nuevos documentos en el correspondiente trámite de audiencia o renunciar a otros derechos, así como firmar cuantas diligencias extienda la Inspección, suscribir las actas de conformidad, disconformidad o con acuerdo, en que se proponga la regularización de la situación tributaria del representado o se declare correcta la misma y las propuestas de resolución que resulten de los procedimientos sancionadores mencionados, renunciar a la tramitación separada del procedimiento sancionador respecto del procedimiento de inspección y, en general, realizar cuantas actuaciones correspondan al/a los representado/s en el curso de dicho/s procedimiento/s.

ACEPTACIÓN DE LA REPRESENTACIÓN

Con la firma del presente escrito el representante acepta la representación conferida y responde de la autenticidad de la firma del/de los otorgante/s, así como de la/s copia/s del DNI  (2) del/de los mismo/s que acompaña/n a este/estos documento/s.

NORMAS APLICABLES

Ley General Tributaria (Ley 58/2003). Representación voluntaria: Artículo 46

En   a   de   de.  .

EL/LOS OTORGANTE/S  (3)  EL REPRESENTANTE

El texto de este documento normalizado no podrá ser modificado, sin perjuicio de la facultad de los interesados de otorgar su representación en términos diferentes, acreditándola por cualquier otro medio válido en Derecho.




 OBSERVACIONES:

— Normativa aplicable. Artículos 29, 115, 141 a 159 LGT. Artículos 87.5, 171 y 177 del RGIT.

— Recepción o rehuse. El obligado tributario puede recibir o rehusar la comunicación. Si es rehusada por el obligado tributario o su representante se considera correctamente notificada, aunque no se reciba ni se firme.

— Efectos. Una vez recibida la comunicación, el ingreso de deudas tributarias pendientes con posterioridad a su recepción tendrá meramente el carácter de «a cuenta» sobre el importe de la liquidación derivada del acta que se instruya, por lo que resultarán aplicables también las sanciones correspondientes.

— Solicitud de ampliación de actuaciones. El contribuyente puede solicitar, dentro de los quince días siguientes a la recepción de esta comunicación, que la actuación iniciada con carácter parcial tenga carácter general en relación con el/los tributo/s y ejercicio/s afectados por la actuación. Art. 179 RGIAT.

— Inicio mediante comparecencia de la inspección. Es una de las formas posibles de iniciar las actuaciones. El obligado tributario debe atenderla si se halla presente. En su defecto, deberá colaborar con la inspección quien ostente la representación como encargado o responsable de la oficina, empresa, centro o lugar de trabajo.

— Falta de comparecencia del contribuyente. La incomparecencia, sin causa justificada, cuando el contribuyente tenga que comparecer en las oficinas de la inspección, podría determinar la aplicación de las responsabilidades y sanciones previstas en el artículo 178 y siguientes de la LGT. Concretamente, está contemplada en el artículo 203 como uno de los supuestos de resistencia a la actuación de la Administración.








	 (1) 

	En caso de matrimonios que tributen conjuntamente, ambos cónyuges deberán conferir su representación.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	DNI o documento equivalente de identificación de extranjeros.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Si es persona jurídica deberá figurar también el sello de la entidad.


	 Ver Texto 
















  Cuál es el motivo de la inspección 








Capítulo 2 Cuál es el motivo de la inspección


 
 RESUMEN NORMATIVO


 — LGT Artículo 116. Plan de control tributario.

— RGIAT Artículo 170. Planes de inspección.

— LGT Artículo 114. Denuncia pública.

— Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria. Artículo 7 Denuncia de pagos en efectivo.

 MODELOS Y FORMULARIOS



	
—  Solicitud de justificación de inclusión en plan de inspección.

	
—  Modelo de denuncia tributaria





1.  Cuáles son los aspectos básicos de los planes de inspección

Una de las preguntas que suelen hacer los obligados tributarios que son objeto de las actuaciones inspectoras es el motivo de la inspección. La contestación de los actuarios es siempre la misma, en el sentido de que no se le puede comunicar el motivo de su inclusión en el plan de inspección porque dicho plan tiene carácter reservado.

En la planificación de las actuaciones inspectoras se pueden distinguir las siguientes etapas, desde el inicio hasta que el obligado tributario recibe la comunicación en la que se le notifica el inicio de las actuaciones:


	
a)  Cada año se publica en el BOE una resolución de la Agencia que contiene el Plan General de Control Tributario, en el que se establecen las directrices generales y las áreas y sectores que van a ser objeto de actuaciones. Esta fase es la única que es pública, teniendo todo lo demás carácter reservado, por lo que no se le puede comunicar al obligado tributario el motivo de su comprobación.

	
b)  Esas áreas o sectores que van a ser objeto de actuaciones se desglosan en multitud de planes específicos, que son los que conforman el Plan Nacional de Inspección. Así, por ejemplo, si en el Plan General de Control figura que se van a hacer actuaciones de comprobación de los profesionales, en esta fase se especifican los profesionales que van a ser objeto de actuaciones (abogados, médicos, u otros).

	
c)  El Plan se divide entre las Delegaciones Especiales, especificándose tanto los sectores como el número de contribuyentes que se va a comprobar en cada una de ellas, en base a una serie de factores como puede ser la plantilla de cada una de ellas, o la importancia del sector a comprobar en cada territorio.

	
d)  El Inspector Jefe selecciona, con la ayuda de los funcionarios de la Unidad de Selección, los obligados tributarios que van a ser objeto de actuaciones, y firma una orden de carga en plan de inspección de un equipo de inspección.

	
e)  El equipo de Inspección elabora la comunicación de inicio y la notifica al obligado tributario.



La planificación anterior no es obstáculo para que un obligado tributario pueda ser incluido en el plan, aunque su sector incluido en el Plan General de Control publicado en el BOE. Así puede suceder, por ejemplo, que se reciba información relevante que ponga de manifiesto la existencia de un fraude, que se presente una denuncia con indicios de veracidad, o que los actuarios propongan la inclusión en plan de obligados tributarios como consecuencia de las actuaciones de comprobación de otros obligados tributarios.

La inclusión en el Plan de Inspección se hace de oficio, y no existe posibilidad legal de que un obligado tributario solicite que se le incluya en plan y se compruebe su situación tributaria.

La inclusión del obligado tributario en el Plan es un acto de trámite, que no puede ser objeto de recurso, salvo que pueda justificar una actuación incorrecta o arbitraria de la Administración.

La denuncia pública no constituye actualmente un modo de iniciar el procedimiento tributario necesariamente. La Administración puede acordar su archivo si, tras analizar la denuncia, estima que es infundada.

A continuación se expone la normativa reguladora de la planificación de las actuaciones de la Inspección y de su carácter reservado, así como la problemática de la denuncia tributaria.

2.  Cómo se hacen los planes de inspección

2.1.  El Plan General de Control Tributario de la Administraciones Públicas

Dispone el artículo 116 LGT que la Administración tributaria elaborará anualmente un Plan de Control Tributario que tendrá carácter reservado, aunque ello no impedirá que se hagan públicos los criterios generales que lo informen.

Por otro lado, el artículo 170.1 del RGIAT establece que la planificación comprenderá las estrategias y objetivos generales de las actuaciones inspectoras y se concretará en el conjunto de planes y programas definidos sobre sectores económicos, áreas de actividad, operaciones y supuestos de hecho, relaciones jurídico-tributarias u otros, conforme a los que los órganos de inspección deberán desarrollar su actividad.

Cada Administración tributaria integrará en el Plan de control tributario a que se refiere el artículo 116 de la LGT, el plan o los planes parciales de inspección, que se basarán en los criterios de riesgo fiscal, oportunidad, aleatoriedad u otros que se estimen pertinentes. Así, además del Plan de control Tributario que elabora anualmente la Agencia Tributaria, podemos señalar los aprobados por otras Administraciones, como por ejemplo, los de algunas de las Comunidades Autónomas. En el ámbito de la inspección catastral, corresponderá a la Dirección General del Catastro la aprobación de los planes de inspección, conforme a lo establecido en el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, en las disposiciones dictadas en su desarrollo y en este reglamento.

En el ámbito de la AEAT, la Resolución de 26 de diciembre de 2005 de la Presidencia de la AEAT, que regula la estructura orgánica y competencias de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes, ha modificado la normativa sobre su Plan de control Tributario, integrando dentro del mismo la previsión de actuaciones que deba realizar dicha Delegación Central.

2.2.  Directrices generales para la Inspección en el Plan general de control tributario de la AEAT

En el primer trimestre de cada año se publica en el BOE la Resolución de la Dirección General de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se aprueban las directrices generales del Plan Anual de Control Tributario y Aduanero.

Estas directrices giran en torno a cuatro grandes pilares:


	
—  La prevención del fraude. Información y asistencia.

	
—  La investigación y las actuaciones de comprobación del fraude tributario y aduanero.

	
—  El control del fraude en fase recaudatoria.

	
—  La colaboración entre la Agencia Tributaria y las Administraciones tributarias de las Comunidades Autónomas.



Centrándonos en el ámbito de comprobación e investigación del fraude tributario y aduanero, hay que señalar que las áreas de riesgo fiscal figuran habitualmente en los planes, y cuyo detalle figura en la correspondiente Resolución de la Dirección General de la AEAT que se aprueba cada año.

A modo de ejemplo, en el Plan de 2018 figuran las siguientes,

1. Nuevas fuentes de información y avances tecnológicos en el análisis de riesgos. Tradicionalmente, la información sobre los bienes, derechos, rentas o actividades económicas de los ciudadanos, obtenida a partir de las declaraciones presentadas por éstos y la información derivada de declaraciones informativas de terceros, ha servido como punto de partida para efectuar las tareas de análisis de riesgos por la Administración tributaria.

Señala el Plan de Control que la información de que dispone la Agencia Tributaria se ha ido completando, en los últimos años, con otras fuentes de información muy relevante y novedosa respecto a pasados ejercicios, entre las que podría destacarse:


	
▪  La información relativa a la titularidad de los bienes y derechos en el exterior, declarados a través del modelo 720.

	
▪  La información de los datos declarados en el modelo 750, de la llamada Amnistía fiscal.

	
▪  La información derivada del Acuerdo entre el Reino de España y los Estados Unidos de América para la mejora del cumplimiento fiscal internacional y la implementación de la Foreign Account Tax Compliance Act-FATCA (Ley de cumplimiento tributario de cuentas extranjeras) sobre cuentas financieras existentes en Estados Unidos bajo la titularidad de residentes en España.

	
▪  La incorporación de un importante volumen de información de toda la facturación emitida y recibida por las entidades integradas en el Suministro Inmediato de Información (SII).

	
▪  La recepción de información de cuentas financieras titularidad de residentes en España procedente de un número muy significativo de jurisdicciones, en el marco del proyecto CRS («Common Reporting Standard»), desarrollado por la OCDE e impulsado por el Foro Global de Transparencia e Intercambio de Información.

	
▪  Por lo que se refiere a los grupos multinacionales, la información disponible se incrementará a lo largo del año 2018 como consecuencia del intercambio de información denominado «Informe País por País». Dicho «Informe», que recoge las magnitudes esenciales de la actividad de los grandes grupos multinacionales en todos los territorios en los que operan, será objeto de intercambio a partir del mes de junio de 2018, lo que permitirá, a partir de esa fecha, optimizar los trabajos de análisis de riesgo dirigidos a la detección de prácticas de erosión fiscal que deban ser combatidas de acuerdo con los nuevos estándares internacionales derivados del proyecto BEPS («Base Erosion and Profit Shifting»).

	
▪  Durante 2018, la Agencia Tributaria trabajará en el desarrollo de modelos de análisis de riesgo que permitan anticipar y optimizar el uso que haya de darse a la nueva información que se reciba, a partir del momento de su recepción. Para ello, se adoptará igualmente un tratamiento multidisciplinar, en el que será especialmente relevante la experiencia acumulada en los trabajos coordinados por la Oficina Nacional de Fiscalidad Internacional.



2. Control de tributos internos.

A. Grupos multinacionales y grandes empresas.

B. Análisis patrimonial.

C. Ocultación de actividades empresariales o profesionales y uso abusivo de sociedades.

D. Análisis de nuevos modelos de negocio.

E. Otras actuaciones.


	
E.1.  Actuaciones de control relativas al IVA.

	
E.2.  Actuaciones de control vinculadas a la existencia de tramas de IVA.

	
E.3.  Actuaciones de control relacionadas con el Impuesto sobre Sociedades.

	
E.4.  Actuaciones de control sobre grupos fiscales y de entidades.

	
E.5.  Otras actuaciones de control sobre el cumplimiento de la normativa interna.



3. Control del fraude aduanero, de los Impuestos Especiales y Medioambientales.

A. Prevención y control del fraude aduanero.


	
A.1.  Control en los recintos aduaneros.

	
A.2.  Actuaciones de comprobación y revaluación de las autorizaciones aduaneras en vigor a 1 de mayo de 2016 y concedidas sobre la base del Reglamento (CEE) 2913/1992 o del Reglamento (CEE) 2454/1993. Las actuaciones de comprobación y revaluación se referirán al cumplimiento de las condiciones de acceso al estatus de Operador Económico Autorizado (OEA), a procedimientos simplificados y al uso de los procedimientos simplificados de declaración previstos en el Código aduanero de la Unión y, en especial, a las empresas autorizadas a la simplificación de inscripción en los registros contables.

	
A.3.  Control de autorizaciones aduaneras.

	
A.4.  Controles posteriores a la importación.

	
A.5.  Otras actuaciones.



B. Prevención y control del fraude de productos objeto de Impuestos Especiales.

C. Prevención y control del fraude de Impuestos medioambientales.

4. Prevención y represión del contrabando, narcotráfico y blanqueo de capitales.

2.3.  Plan Nacional de Inspección

2.3.1.  Forma de elaboración

En el ámbito de las competencias de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, el plan o los planes parciales de inspección se elaboraran anualmente basándose en las directrices del Plan de control tributario, en el que se tendrán en cuenta las propuestas de los órganos inspectores territoriales, y se utilizará el oportuno apoyo informático.

El plan o los planes parciales de inspección recogerán los programas de actuación, ámbitos prioritarios y directrices que sirvan para seleccionar a los obligados tributarios sobre los que deban iniciarse actuaciones inspectoras en el año de que se trate.

El plan o los planes parciales de inspección en curso de ejecución podrán ser objeto de revisión, de oficio o a propuesta de los órganos territoriales.

Los planes de inspección, los medios informáticos de tratamiento de información y los demás sistemas de selección de los obligados tributarios que vayan a ser objeto de actuaciones inspectoras tendrán carácter reservado, no serán objeto de publicidad o de comunicación ni se pondrán de manifiesto a los obligados tributarios ni a órganos ajenos a la aplicación de los tributos.

Cada Órgano de Inspección confecciona su propio «Plan de Inspección» como desglose del PNI y que, desagregado, dará origen al plan de cada una de las unidades y equipos. El Plan de cada Órgano tiene las siguientes características:


	
—  Abarca sólo a las actuaciones de comprobación e investigación y las de obtención de información.

	
—  Se concretan en él los obligados tributarios objeto de tales actuaciones.

	
—  Se refiere a un periodo de tiempo determinado.




 Doctrina y jurisprudencia

Los planes de inspección deben elaborarse anualmente, siendo un elemento de relevancia invalidante. Su vulneración invalida el procedimiento inspector y provoca la ausencia del mismo. Efectivamente, hemos señalado que, en la regulación reglamentaria, los planes de inspección deben elaborarse anualmente. Considerar este límite temporal como un elemento accesorio sin relevancia invalidante, como sostiene la Administración demandada, implica eliminar la eficacia jurídica de uno de los elementos configuradores del ámbito de los planes de inspección, y, llevaría al absurdo de entender que el plan, aprobado para un año, podría ejecutarse en cualquier momento posterior a su aprobación.

Por tal razón debemos concluir que el requisito temporal que examinamos es esencial en la aplicación de los planes y el inicio de las actuaciones inspectoras deben ajustarse a ese límite temporal. Desde esta perspectiva, debemos acoger los planteamientos del recurrente en cuanto que, siendo esencial el límite temporal, su vulneración invalida el procedimiento inspector y provoca la ausencia del mismo (artículo 217 LGT).



Se ha planteado el problema de las consecuencias de que se inicie la comprobación inspectora de un contribuyente en el año posterior al que fue incluido en el Plan de Inspección. En principio, diferentes Sentencias de la Audiencia Nacional (entre ellas la de 05/05/2016 Rec. 122/2014) se señalaban que la orden de carga del plan de inspección debe respetar el límite temporal del año, pues es esencial al plan, en cuanto delimita, junto con el ámbito material, el espacio en que se desarrollan los planes de inspección). Este criterio ha sido modificado por Tribunal Supremo, Sentencia 1824/2017 de 27 Nov. 2017, Rec. 2998/2016, en la que establece que la iniciación de actuaciones respecto de un determinado obligado tributario, como consecuencia de su inclusión en un concreto Plan anual de Inspección antes de que finalice el año natural no constituye un requisito esencial cuyo incumplimiento suponga la nulidad de pleno derecho de las actuaciones de inspección. El plazo del artículo 170.5 del RGIAT de inicio de las actuaciones está dirigido a ordenar la actividad propia de la propia Administración y es, por tanto, una norma interna de carácter organizativo. El designio de eficacia que para toda actuación administrativa proclama el artículo 103.1 CE no casa bien con la solución temporal aplicada por la sentencia a quo, ya que las Ordenes de carga emitidas en los últimos días del año natural correspondiente al Plan serían de imposible o muy difícil ejecución.

2.3.2.  Selección de contribuyentes

Dispone el artículo 170 del RGIAT que la determinación por el órgano competente para liquidar de los obligados tributarios que vayan a ser objeto de comprobación en ejecución del correspondiente plan de inspección tiene el carácter de acto de mero trámite y no será susceptible de recurso o reclamación económico-administrativa.


 Doctrina y jurisprudencia

El acuerdo de inclusión del contribuyente en un Plan de Inspección es un acto de trámite que no es necesario notificar. La falta de autorización previa al inspector actuario no conlleva la nulidad de las actuaciones, pues el acto final de liquidación dictado por el inspector jefe convalida la inicial falta de autorización (SAN 19-11-2007 y TS 29-10-2009).



Para la determinación de los obligados tributarios que vayan a ser objeto de comprobación se podrán tener en cuenta las propuestas formuladas por los órganos con funciones en la aplicación de los tributos.

La selección de los obligados tributarios se realiza por cada Órgano de Inspección (Dependencias Regionales, ONI, etc.) de acuerdo con los criterios establecidos en el PNI. Estos criterios podrán ser cuantitativos o comparativos, sectoriales o territoriales, o bien de cualquier otra especie. Estas funciones de selección de contribuyentes son realizadas en el ámbito periférico por personal integrado en la Unidad de Planificación y Control de las Dependencias Regionales de Inspección.

Los planes de cada uno de los funcionarios de la Inspección, cuyo carácter reservado viene establecido en la norma, no presuponen la atribución de competencias ni generan derechos subjetivos en favor de los contribuyentes, sino que responden a una serie de reglas internas para llevar a cabo las funciones que tienen asignadas.


 Doctrina y jurisprudencia

Innecesaria práctica de notificación al contribuyente de la resolución que dispone su inclusión en un plan de inspección (SAN 25-11-2004).

La simple omisión de la documentación relativa al inicio del procedimiento inspector no comporta consecuencias invalidantes, salvo que se alegue y se pruebe que la selección de un determinado contribuyente se realizó al margen de la normativa establecida (TS 05-10-2011).



2.3.3.  Inclusión en Plan a petición del contribuyente

El inicio de actuaciones inspectoras a instancia del obligado tributario y, por tanto, su inclusión en plan de Inspección, se ha relegado a figura excepcional para los casos en que la Ley de un tributo así lo establezca, como así ocurrió con la comprobación de alguna Actualización de Balances. La Ley General Tributaria (artículo 149) establece la posibilidad de que el obligado tributario solicite actuaciones de comprobación de su situación tributaria, pero solamente para ampliar el alcance de las actuaciones de parcial a general. Es decir, tienen que existir unas actuaciones de carácter parcial iniciadas. Fuera de esta posible petición de ampliar las actuaciones de carácter parcial a general no existe posibilidad legal de que un obligado tributario solicite su comprobación tributaria.

2.3.4.  Notificación al obligado tributario y recursos

Según dispone el artículo 170.7 del RGIAT, los planes de inspección, los medios informáticos de tratamiento de información y los demás sistemas de selección de los obligados tributarios que vayan a ser objeto de actuaciones inspectoras tendrán carácter reservado, no serán objeto de publicidad o de comunicación ni se pondrán de manifiesto a los obligados tributarios ni a órganos ajenos a la aplicación de los tributos.

Sin embargo, la normativa vigente guarda silencio sobre si la selección de contribuyentes para su inclusión en el Plan Nacional de Inspección puede ser objeto de recurso por discriminación si no se incluyen a otros, como ha resuelto algún Tribunal. No existe un derecho subjetivo del contribuyente a cerciorarse de que la actuación de comprobación de que está siendo objeto obedece a criterios de selección estrictamente objetivos. En todo caso, si así no fuera, la actuación podría ser arbitraria, arbitrariedad proscrita por el art. 9 de la Constitución, precepto excluido de la protección jurisdiccional que se otorga a través del procedimiento especial de protección de los derechos fundamentales de la persona (STSJ de Madrid 15-3-1996) o podría ser discriminatoria, infringiendo lo dispuesto en el art. 14 de la Constitución y, por tanto, abriría el camino para poder plantear recurso por vulneración de los derechos fundamentales (STS 1-12-1994), recurso regulado en la Jurisdicción contencioso-administrativa.

El acto de inclusión en un Plan de Inspección sectorial o desagregado es un acto de trámite respecto del que no existe obligación de notificación y que no tiene carácter recurrible (ni en reposición, ni en vía económico-administrativa).


 Doctrina y jurisprudencia

El acuerdo de inclusión del contribuyente en un Plan de Inspección es un acto de trámite que no es necesario notificar. La falta de autorización previa al inspector actuario no conlleva la nulidad de las actuaciones, pues el acto final de liquidación dictado por el inspector jefe convalida la inicial falta de autorización (SAN 19-11-2007 y STS 29-10-2009).

El Tribunal Supremo, en Sentencias de 25 de febrero y 30 de septiembre de 2010 (rec. de casación 779/05 y 5276/05, respectivamente), ha establecido una doctrina inequívoca en torno a la cuestión de la inclusión de los obligados tributarios en los Planes de Inspección, cuando señala: «Aunque de acuerdo con el art. 29 a) del antiguo Reglamento inspector un sujeto pasivo sólo podía ser inspeccionado si así estaba previsto en el plan específico de cada actuario, equipo o unidad (o elaborado de acuerdo con los criterios del Plan Nacional), o cuando existía autorización escrita y motivada del Inspector Jefe, teniendo derecho el contribuyente a conocer los motivos del inicio de la Inspección, al objeto de poder reaccionar, en su caso, y denunciar una posible actuación arbitraria de la Administración, sin embargo, la simple omisión de la documentación relativa al inicio del procedimiento inspector no puede comportar las consecuencias invalidantes que se propugnan, salvo que se alegue y se pruebe que la selección de un determinado contribuyente se realizó al margen de la normativa establecida. Esta Sala así lo ha considerado en la sentencia de 3 de Abril de 2008, rec. de casación 7.874/2002» (STS 9-5-2011).



MODELO


Solicitud de justificación de la inclusión en Plan de Inspección


 Export Popup
Ref. CISS 173/2005

AL JEFE DE LA  




D.  , con N.I.F.  , con domicilio fiscal en  , C/.   N.º   C.P.   y domicilio a efecto de notificaciones en  , C/.   N.º   C.P.   actuando en  

EXPONE

Que en fecha   de   de 200   se le notificó el inicio de actuaciones inspectoras de carácter   en relación con  :   Se acompaña como Documento número 1, copia de la citada comunicación.

Que el artículo 116 de la LGT establece que la Administración tributaria elaborará anualmente un Plan de control tributario que tendrá carácter reservado, aunque ello no impedirá que se hagan públicos los criterios generales que lo informen.

Que del art. 170.7 del Real Decreto 1065/2007, por el que se aprueba el Reglamento General de Gestión e Inspección Tributaria, se deduce el carácter discrecional de las inclusiones, pero ello no impide que dicha inclusión debe ser motivada y fundada, más aún si cabe por las consecuencias de toda índole que de ello se pueden derivar, evitando con ello que dicha actuación sea arbitraria o discriminatoria, conductas proscritas por los arts. 9 y 14 de la Constitución Española.

Que se desconocen los motivos o razones por los que el obligado tributario ha sido incluido en el plan de actuaciones inspectoras, pues, entre otros extremos, en la comunicación recibida no consta documento o explicación motivada de las causas determinantes de dicha inclusión, motivación que, según el artículo 35 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las administraciones públicas, se exige para aquellos actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos.

SOLICITA

Que teniendo por presentado este escrito con los documentos que lo acompañan acceda a atender la pretensión deducida, notificándome las razones de mi inclusión en el Plan de Inspección, por ser procedente de acuerdo con la legislación citada.


En  , a   de   de  


Fdo.:  





  

— Normativa aplicable.

Arts. 9 y 14 de la Constitución Española.

Artículo 116 LGT. Art. 170 RGIAT.

Artículo 35 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las administraciones públicas.Artículos 114 a 121 de la Ley 29/1998, reguladora de la Jurisdicción contencioso-administrativa.

— Recursos contra la inclusión en plan de inspección. La normativa vigente guarda silencio sobre si la selección de contribuyentes para su inclusión en el Plan Nacional de Inspección puede ser objeto de recurso por discriminación si no se incluyen a otros. No existe un derecho subjetivo del contribuyente a cerciorarse de que la actuación de comprobación de que está siendo objeto obedece a criterios de selección estrictamente objetivos. En todo caso, si así no fuera, la actuación podría ser arbitraria, arbitrariedad proscrita por el art. 9 de la Constitución Española, precepto excluido de la protección jurisdiccional que se otorga a través del procedimiento especial de protección de los derechos fundamentales de la persona (TSJ de Madrid 15-3-96) o podría ser discriminatoria, infringiendo lo dispuesto en el art. 14 de la Constitución y, por tanto, abriría el camino para poder plantear recurso por vulneración de los derechos fundamentales (TS 1-12-1994), recurso regulado en los artículos 114 a 121 de la Ley 29/1998, reguladora de la Jurisdicción contencioso-administrativa.








2.3.5.  Otros planes

2.3.5.1.  Plan de comprobación del IAE de las Entidades Locales

Las Entidades Locales pueden intervenir en la comprobación del IAE de dos formas:


	
a)  Solicitando un plan de colaboración con la Administración Estatal. Los requisitos para solicitar este plan de colaboración los siguientes:
	
—  Se ha de solicitar a la Delegación de la AEAT en el mes de octubre.

	
—  Se ha de detallar el contenido del plan, la duración, la programación y el personal destinado al efecto.

	
—  El órgano competente para su aprobación es el Delegado Especial de la AEAT.





	
b)  Solicitando la delegación de competencias de inspección, según la OM 10-6-1992. La inspección del impuesto (comprobación e investigación) es competencia del Estado, sin perjuicio de las delegaciones que se puedan hacer en las Entidades Locales y Comunidades Autónomas que lo soliciten. El Ayuntamiento correspondiente tendrá delegada dicha competencia según Orden Ministerial y, por tanto, la Inspección Estatal no puede comprobar el IAE.



2.3.5.2.  Comprobación del Impuesto sobre el Patrimonio

Según el artículo 54.3 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, las declaraciones relativas al Impuesto sobre el Patrimonio se presentarán, en su caso, conjuntamente con las del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. La Administración del Estado y las Comunidades Autónomas acordarán lo que proceda en orden a la más eficaz tramitación de los expedientes en el ámbito de sus respectivas competencias.

Sin perjuicio de la delegación de competencias atribuida a las Comunidades Autónomas, los Servicios de Inspección de Tributos del Estado podrán incoar las oportunas actas de investigación y comprobación por el Impuesto sobre el Patrimonio con ocasión de las actuaciones inspectoras que lleven a cabo en relación con el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

La instrucción y resolución de los expedientes administrativos, consecuencia de las actas anteriores, corresponderán a las oficinas competentes de la Comunidad Autónoma. En relación con el Impuesto sobre el Patrimonio, la Administración Tributaria del Estado y la de la Comunidad Autónoma colaborarán facilitándose medios personales, coadyuvando en la inspección e intercambiando toda la información que se derive de las declaraciones, censo y actuaciones efectuadas por la Inspección.

2.3.5.3.  Planes en coordinación con las Comunidades Autónomas

El artículo 170.9 del RGIAT establece que respecto de los tributos cedidos por el Estado a las comunidades autónomas, estas dispondrán de plena autonomía para elaborar sus propios planes de inspección con adecuación a su respectiva estructura orgánica.

Por otro lado, las inspecciones coordinadas con las Comunidades Autónomas figuran contempladas en el artículo 168 del RGIAT. Dispone dicho precepto que las Administraciones tributarias del Estado y de las Comunidades Autónomas podrán realizar actuaciones y procedimientos de inspección coordinados, cada una en su ámbito de competencias y de forma independiente, en relación con aquellos obligados tributarios que presenten un interés común o complementario para la aplicación de los tributos cuya inspección les corresponda. Los órganos de las distintas Administraciones tributarias que intervengan en las actuaciones y procedimientos inspectores coordinados podrán realizar actuaciones concretas de modo simultáneo.

En este sentido, dentro del marco de colaboración entre Administraciones, en el Plan de Control Tributario se definen cada año una serie de actuaciones consideradas como prioritarias.

Además de las inspecciones coordinadas que se fijan cada año en la Resolución de la AEAT por la que se aprueban las directrices generales del Plan de Control Tributario, la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, y recoge la necesidad de fomentar y desarrollar los intercambios de información entre las Administraciones tributarias autonómicas y la estatal, así como la necesidad de fijar una planificación coordinada de las actuaciones desarrolladas por las distintas Administraciones sobre los tributos cedidos. Se establece en el artículo 61 de dicha Ley 22/2009, de 18 de diciembre, que las Administraciones del Estado y de la Comunidad Autónoma de que se trate, entre sí y con las demás Comunidades Autónomas, colaborarán en todos los órdenes de aplicación de los tributos, así como en la revisión de actos dictados en vía de gestión tributaria. En particular, los Servicios de Inspección prepararán planes de inspección coordinados en relación con los tributos cedidos, sobre objetivos y sectores determinados, así como sobre contribuyentes que hayan cambiado su residencia o domicilio fiscal.

Por último, el artículo 2 del RGIAT establece el intercambio mensual de información censal, entre la Agencia Estatal de Administración Tributaria y las Comunidades autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía, así como con aquellas Entidades locales con las que suscriba convenios de colaboración.

3.  Qué es una denuncia pública

3.1.  Aspectos básicos

La denuncia pública no constituye actualmente un modo de iniciar el procedimiento tributario, sin perjuicio de que sea uno de los elementos determinantes para la inclusión en plan de inspección del denunciado.

La denuncia es una forma voluntaria y espontánea que tienen los particulares de poner en conocimiento de la Administración tributaria determinados hechos que pueden tener trascendencia para la aplicación de los tributos o ser constitutivos de infracciones tributarias.

Si tras analizar una denuncia recibida la Administración estima que es infundada puede acordar su archivo. No obstante, si después de realizar las comprobaciones oportunas existen indicios suficientes, se podrán iniciar actuaciones inspectoras.

En el supuesto de existir una denuncia, no se incorpora al expediente administrativo que pudiera incoarse al denunciado, por lo que este no tiene acceso a ella, lo que en algún caso pudiera producirle indefensión. El denunciante tampoco tiene derecho a ser informado del resultado de su denuncia, ni a participar en el procedimiento, si ésta ha sido la causa de su iniciación.

Contenido de la denuncia

La denuncia deberá contener el mayor número de datos conocidos que sean necesarios para la identificación, por el órgano Inspector, de las personas denunciadas, tales como nombre y dos apellidos o denominación social en el caso de personas jurídicas, NIF, domicilio, razón social en su caso, etc.

Deberán concretarse suficientemente los datos y hechos denunciados y acompañar la documentación de que se disponga para acreditar esos hechos.

En la página Web de la AEAT se contempla la posibilidad de presenter una denuncia tributaria, de pagos en efectivo y de contrabando.

A) DENUNCIA TRIBUTARIA.

Respecto de la denuncia tributaria, se contemplan las siguientes posibilidades:


	
1.  Denuncia tributaria (ordinaria)La denuncia tributaria debe identificar suficientemente los hechos y personas denunciados y ser tan exhaustiva como sea posible, aportando, en su caso, todos los documentos con trascendencia tributaria que resulten relevantes.

De acuerdo con el artículo 114.3 de la Ley 58/2003 de 17 de diciembre, General Tributaria, el denunciante no tiene la consideración de interesado en las actuaciones administrativas que se inicien, ni se le informará de su resultado, ni está legitimado para la interposición de recursos o reclamaciones en relación con los resultados de dichas actuaciones.



	
2.  Denuncia facturas y tickets no declaradosLos empresarios y profesionales, con carácter general están obligados a emitir y entregar facturas por las entregas de bienes o prestaciones de servicios que realicen.

Si no le han entregado factura, ordinaria o simplificada, sino otro justificante (como un recibí, albarán etc), si tiene la certeza o la sospecha fundada de que las facturas entregadas no están siendo declaradas, o en ellas no consta expresamente el IVA, si ha sido testigo de una irregularidad en la facturación, y especialmente en los casos en que el pago se haya efectuado en efectivo, puede presentar la denuncia siendo para ello preciso identificar la factura a que se refiere y, en su caso, aportar copia de la misma o del justificante entregado.



	
3.  Denuncia software de ocultación de ventasLos sistemas informáticos que facilitan la ocultación o supresión de ventas o la alteración contable de cualquier naturaleza son considerados como herramientas de defraudación.

Si Vd. conoce el funcionamiento de uno de estos sistemas puede presentar este formulario específico de denuncia tributaria. Para ello deberá aportar el mayor número de especificaciones sobre fabricación, funcionamiento del sistema y otros detalles técnicos que conozca, además del usuario denunciado y, en su caso, el fabricante o distribuidor.



	
4.  Denuncia comercio electronico y fraude webEl uso de la web es a veces la excusa para realizar actuaciones de defraudación tributaria. En el caso de que Vd. tenga conocimiento fundado de que a través de una página web se están realizando irregularidades tributarias puede usar este formulario específico de denuncia. Para ello deberá identificar al denunciado, la página web que se utiliza y, en su caso, el sistema de pago utilizado, tarjeta de crédito o débito, transferencia bancaria, contrareembolso, etc.



	
5.  Denuncia alquiler de inmueblesEl alquiler de inmuebles situados en España, de viviendas, locales o alquileres vacacionales o de temporada constituye en todo caso renta sujeta al IRPF, IRNR o al IS. Si Vd tiene conocimiento fundado de que un alquiler no está siendo declarado correctamente, o bien el pago se produce de forma sistemática en efectivo metálico o la suscripción del mismo se ha producido a través de un sistema de internet que no permite tener constancia de quién ha recibido el pago, puede presentar este formulario específico de denuncia presentando la información y documentación de que disponga.





B) DENUNCIA DE PAGOS EN EFECTIVO.

Además de la denuncia tributaria, está vigente la limitación de pagos en efectivo por importe superior a 2.500 euros, cuando una de las partes intervinientes sea un empresario o profesional. En caso de incumplimiento, existe un régimen sancionador que contempla una sanción del 25% del importe de la operación. El incumplimiento de esta limitación de pagos en efectivo de determinadas operaciones económicas puede denunciarse ante la AEAT por cualquiera de las partes, logrando así eludir la responsabilidad por la infracción administrativa y la posible sanción.

C) DENUNCIAS VIGILANCIA ADUANERA.

Para denunciar cualquier hecho o circunstancia relacionado con un delito o infracción de contrabando o cualquier otro relacionado o que sea competencia del Servicio de Vigilancia Aduanera, se puede denunciar al Teléfono: 900 35 13 78, o al Email: denunciasvigilanciaaduanera@correo.aeat.es

Se han de facilitar de modo claro y preciso cuál es el conocimiento del denunciante sobre los hechos denunciados, personas implicadas, circunstancias y elementos relevantes, aportando cuantos medios de prueba pueda disponer.

Lugar y forma de presentación.

La denuncia pública no tiene que presentarse necesariamente con arreglo a un modelo predeterminado, si bien normalmente se hace por escrito, pudiendo utilizarse los formularios que dispone la Agencia Tributaria, o realizarse on line en la oficina virtual que tiene en Internet, pero en este último caso es preciso identificarse con un certificado electrónico.

Se puede presentar una denuncia tributaria de forma telemática, a través del procedimiento habilitado en esta Sede electrónica. En el acceso a la Sede electrónica se puede elegir entre varios sistemas de identificación disponibles.

También se podrá presentar en la Delegación o Administración de la Agencia Tributaria más cercana al domicilio del denunciante y, en general, en cualquier oficina de la Agencia Tributaria.

Puede presentarla personalmente en los lugares señalados o remitirla por correo.

3.2.  Regulación actual y antecedentes de la denuncia

El artículo 114 de la LGT regula la denuncia pública en el ámbito tributario dentro de las reglas comunes a todos los procedimientos, estableciendo que mediante la misma podrán ponerse en conocimiento de la Administración tributaria hechos o situaciones que puedan ser constitutivos de infracciones tributarias, o tener trascendencia para la aplicación de los tributos. La normativa tributaria vigente configura la denuncia pública como una forma de obtener información por parte de la Administración, con independencia del deber de colaborar que tiene cualquier persona según los artículos 93 y 94 de la LGT (este deber de colaboración tiene carácter obligatorio, a diferencia de la denuncia tributaria que siempre es voluntaria). Por el contrario en el ámbito administrativo general la denuncia continua siendo un modo de iniciar el procedimiento administrativo, según el artículo 69 de la LRJPAC 30/1992 (a partir de 2-10-2016 es el artículo 62 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas).

No obstante, como recoge la STS 9-10-2000, los caracteres de la denuncia en el ámbito tributario no han sido siempre así a lo largo del tiempo. La redacción original de la LGT dada por el artículo 103 de la LGT 1963, establecía que la denuncia iniciaba necesariamente un procedimiento de comprobación, y legitimaba al denunciante para ser parte en ese procedimiento e incluso tenía derecho, cumpliendo determinados requisitos, a participar en un porcentaje determinado de la sanción que pudiera imponerse.

Con la modificación introducida por la Ley 21/1986, de 23 de diciembre, de presupuestos generales del Estado para el ejercicio de 1987, la denuncia perdió la mayor parte de estas características: ya no inicia un procedimiento de comprobación necesariamente, sino que la Administración tributaria puede, a la vista de las pruebas aportadas por el denunciante y de la información en su poder, iniciar de oficio el procedimiento o archivar la denuncia sin más trámite. Además, el denunciante no se considera interesado en la actuación investigadora que se pudiera iniciar, por lo que no está legitimado para interponer recursos o reclamaciones, ni tampoco tiene derecho a percibir una participación en la sanción impuesta.

Por último la Ley 25/1995, de 20de julio, modificó la LGT manteniendo las líneas generales mencionadas, suprimió la remisión a un desarrollo reglamentario (que no se había producido) de los aspectos formales y de tramitación, incorporando algunas normas procedimentales. El Real Decreto 136/2000, de 4 de febrero, suprimió la denuncia pública como uno de los modos de iniciar las actuaciones de la Inspección de los Tributos que se contenía en el artículo 29 del RGIT 1986, pasando a configurarse como un mecanismo de puesta en marcha de la acción investigadora de la Administración que, en unión de otras actuaciones que pudieran practicarse, podría ocasionar con carácter potestativo el inicio de un procedimiento de comprobación, si el Inspector Jefe la considera fundada.


 Doctrina y jurisprudencia

Iniciación de las actuaciones inspectoras. La actuación inspectora no se inicia a raíz de una denuncia pública sino que valorada la información contenida en esa denuncia, la Administración procede a iniciar las actuaciones de comprobación del sujeto pasivo, incluyéndolo en el Plan de Inspección (SAN 1-3-2007).



3.3.  Modelo de denuncia e instrucciones para su cumplimentación

En la página web de la Agencia Tributaria figura el siguiente modelo de denuncia tributaria, que va a acompañado de las instrucciones para su cumplimentación y envío.

MODELO


Formulario para denuncia tributaria


 Export Popup[image: ]

[image: ]






3.4.  Tramitación de las denuncias

Según establece el artículo 114.2 de la LGT cuando la Administración reciba una denuncia, se remitirá al órgano competente para realizar las actuaciones que pudieran proceder, que normalmente será la inspección tributaria al tener esta encomendadas las funciones de investigación y comprobación.

Cuando a la vista del contenido de la denuncia y de las verificaciones previas realizadas, considere el órgano administrativo que no se concretan o identifican suficientemente los hechos o las personas denunciadas, o bien que la denuncia es infundada, podrá acordar el archivo de la misma sin más trámite.

Por el contrario, si existen indicios suficientes de veracidad en los hechos imputados y éstos son desconocidos para la Administración tributaria, se podrán iniciar las actuaciones oportunas. Según expresa actualmente de forma clara la LGT, en el caso de iniciarse las actuaciones del procedimiento de inspección, la denuncia no formará parte del expediente administrativo.

La LGT no exige ningún requisito formal a las denuncias. Normalmente se presentarán por escrito, pero también podrían formularse verbalmente, aunque, en este caso, debería recogerse su contenido en diligencia ante el funcionario correspondiente. La Agencia Tributaria tiene a disposición de cualquier persona en su dirección de Internet www.agenciatributaria.es un modelo de denuncia, con instrucciones para su cumplimentación, que puede presentarse en cualquier Registro Público o por correo. Además, en la oficina virtual de la AEAT en Internet, pueden realizarse denuncias on line mediante un formulario, pero hasta el año 2016, en este caso, tenía que identificarse necesariamente el denunciante pues requería usar un certificado electrónico. Posteriormente, la AEAT ha facilitado la presentación electrónica de denuncias incluyendo la posibilidad de hacerlo sin identificarse y mejorando su tramitación, pues permite catalogarlas en diversos tipos: denuncias ordinarias, de facturas no declaradas, de software de ocultación de ventas, de comercio electrónico y fraude web o de alquiler de inmuebles (dependiendo de que denunciante se identifique o no, el sistema devuelve un recibo de presentación más o menos completo). A la denuncia deberán acompañarse normalmente los documentos o elementos de prueba a disposición del denunciante, que permitan darle mayor solidez y acreditar los hechos o circunstancias denunciados.

En principio nada obsta a que la denuncia se presente con carácter anónimo, lo que había suscitado dudas con la redacción anterior de la LGT al exigir que fuera realizada por personas físicas o jurídicas que tuvieran capacidad de obrar en el orden tributario (lo que era imposible de verificar si el denunciante no se identificaba). Según ha declarado la jurisprudencia (STSJ Cataluña 9-6-2000, entre otras) las denuncias anónimas no son propiamente denuncias en el sentido técnico-procesal del término, ni pueden dar lugar al inicio de una actuación de comprobación sin la realización de alguna actuación intermedia. No obstante, la presentación de un escrito de forma anónima no impide que se puedan iniciar las correspondientes actuaciones de comprobación e investigación, si previo análisis de su contenido y documentación anexa resulta estar sólidamente fundado.

3.5.  Información al denunciado y al denunciante

Una cuestión de sumo interés es la información que debe proporcionarse al denunciado sobre el contenido de la denuncia y la identidad del denunciante. Como ya hemos visto la LGT establece que cuando dé lugar al inicio de actuaciones inspectoras, la denuncia no formará parte del expediente administrativo, con lo cual el denunciado no tiene acceso a ella.

Pero en este campo entran en colisión dos principios claramente enfrentados, por un lado el derecho a la confidencialidad del denunciante y correlativo deber de secreto y sigilo de la Administración, y por otro el derecho a la defensa del denunciado. Según ha declarado la jurisprudencia administrativa (RTEAC 19-10-1988), ninguna norma exige que la identidad del denunciante haya de ponerse en conocimiento del denunciado, por lo que cabe mantener en secreto este dato, salvo en aquellos casos excepcionales, en que su omisión puede ocasionar al denunciado indefensión probada, impidiéndole de manera cierta y real desplegar todos los medios de prueba.


 Doctrina y jurisprudencia

El denunciante que ha sustraído documentación de la empresa en la que trabaja, podría incurrir en un delito de revelación de secretos, salvo que se considere una eximente que la revelación del secreto tiene como principal objetivo la denuncia de un delito público, como puede ser el delito contra la Hacienda Pública. No se producirá dicha situación cuando las denuncias se presenten por motivos de venganzas, desavenencias, etc. (STS 27-1-1982).

La Inspección ha de comunicar al denunciado la identidad del denunciante en aquellas situaciones en las que su desconocimiento le produzca indefensión. La confidencialidad no podrá mantenerse sólo en aquellos casos, ciertamente excepcionales, en los que al denunciado se le haya ocasionado indefensión probada, impidiéndole de manera cierta y real el adecuado despliegue de cuantos medios de prueba disponga tendentes a desvirtuar los hechos denunciados (RTEAC 17-3-2005).



Por lo que respecta al denunciante, según establece el artículo 114.3 de la LGT no se le considerará interesado en las actuaciones administrativas que se inicien como consecuencia de la denuncia, ni se le informará del resultado de las mismas. Así mismo, tampoco estará legitimado para la interposición de recursos o reclamaciones en relación con los resultados de dichas actuaciones, como recoge el artículo 232 de la LGT.

La Administración Tributaria no puede proporcionar al denunciante ninguna información respecto de la posible investigación de los datos consignados en la denuncia, debido a que la ley le obliga a guardar el más estricto sigilo respecto de los datos, informes y antecedentes obtenidos en el desempeño de sus funciones, sin ser este caso una excepción.


 Doctrina y jurisprudencia


	
—  La denuncia no inicia el procedimiento de comprobación, sino solo la actuación investigadora de los órganos de Inspección. En el curso de las actuaciones ha podido alegar y probar lo que estimare procedente, por lo que no se puede alegar indefensión (RTEAC 26-6-1998).

	
—  Cabe mantener en secreto la identidad del denunciante, salvo en aquellos casos en que su omisión puede ocasionar al denunciado indefensión probada: En ninguna norma se exige que la identidad del denunciante haya de ponerse en conocimiento del denunciado, por lo que cabe mantener en secreto este dato, salvo en aquellos casos excepcionales, en que su omisión puede ocasionar al denunciado indefensión probada, impidiéndole de manera cierta y real desplegar todos los medios de prueba (RTEAC 19-10-1988).

	
—  Las denuncias anónimas deben rechazarse, pero pueden dar lugar al inicio de una comprobación si existen indicios suficientes de veracidad: Al exigir la Ley 25/1995 que la denuncia se formule por persona física o jurídica con capacidad de obrar cabe afirmar que proscribe la posibilidad de la denuncia anónima, al desconocerse si se cumple dicho requisito de capacidad. En consecuencia, entendemos que en principio las denuncias anónimas deben de rechazarse, sin embargo, la doctrina ha venido entendiendo en casos excepcionales que cuando por los datos aportados y las pruebas propuestas evidencien la existencia de indicios suficientes de veracidad en los hechos denunciados que puedan dar lugar al inicio de la actividad inspectora (STSJ Asturias 30-11-2001).

	
—  Una denuncia sin fecha ni firma no puede considerarse pública ni puede entenderse realizada por persona con capacidad de obrar en el orden tributario. Las denominadas denuncias anónimas no son propiamente denuncias en el sentido técnico-procesal del término, ni pueden dar lugar al inicio de una actuación de comprobación sin la realización de alguna actuación intermedia (STSJ Cataluña 9-6-2000).

	
—  En el caso enjuiciado es cierto que la recurrente no fue informada, al serle notificado el inicio de las actuaciones inspectoras de la existencia de la denuncia, sin embargo, es igualmente cierto: a) que, a instancia de la actora, la Administración le comunicó dicha circunstancia, la identidad del denunciante, la fecha de la denuncia y el contenido de la misma y que los documentos incorporados a los escritos de denuncia fueron excluidos del expediente; y b) que la denuncia no hace referencia a los elementos —rendimientos que determinan la regularización en el tributo y ejercicio controvertido—. Por ello, no cabe fundar en dicha inicial falta de comunicación, que efectivamente se produjo indefensión (STS 19-5-2011).





3.6.  Denuncia de pagos en efectivo

Con total independencia del régimen de la denuncia tributaria visto anteriormente, la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra el fraude, ha dado entrada a un nuevo tipo de denuncia sobre pagos en efectivo.

El artículo 7 de la Ley 7/2012, de 29 de octubre, establece la limitación de pagos en efectivo respecto de determinadas operaciones económicas. En concreto, no podrán pagarse en efectivo las operaciones en las que alguna de las partes intervinientes actúe en calidad de empresario o profesional, con un importe igual o superior a 2.500 euros o su contravalor en moneda extranjera (15.000 euros cuando el pagador sea una persona física que no tenga su domicilio fiscal en España y no actúe en calidad de empresario o profesional). Esta limitación entró en vigor el 19-11-2012, y resulta de aplicación a todos los pagos efectuados desde esa fecha, aunque se refieran a operaciones concertadas con anterioridad al establecimiento de la limitación. No resulta aplicable a los pagos e ingresos realizados en entidades de crédito.

El incumplimiento de las limitaciones a los pagos en efectivo mencionadas es constitutivo de infracción administrativa (no tributaria), siendo sujetos infractores tanto las personas o entidades que paguen como las que reciban total o parcialmente cantidades en efectivo incumpliendo la limitación indicada. La infracción es grave y la sanción consiste en multa pecuniaria proporcional del 25% de la base de la sanción, siendo esta la cuantía pagada en efectivo (sin minorar el umbral de 2.500 o 15.000 euros).

A pesar de su naturaleza estrictamente administrativa, la competencia para la tramitación y resolución del procedimiento sancionador corresponderá en todo el territorio español a la AEAT. Tanto el pagador como el receptor responderán de forma solidaria de la infracción que se cometa y de la sanción que se imponga, por lo que la AEAT podrá dirigirse indistintamente contra cualquiera de ellos o contra ambos.

La acción no dará lugar a responsabilidad por infracción respecto de la parte que intervenga en la operación cuando formule denuncia ante la AEAT, dentro de los tres meses siguientes a la fecha del pago efectuado en incumplimiento de la limitación, comunicando la operación realizada, su importe y la identidad de la otra parte interviniente. La denuncia que pudiera presentar con posterioridad la otra parte interviniente se entenderá por no formulada, y la presentación simultánea de denuncia por ambos intervinientes no exonerará de responsabilidad a ninguno de ellos.

Por otra parte, cualquier autoridad o funcionario que en el ejercicio de sus competencias tenga conocimiento de algún incumplimiento de esta limitación de pagos en efectivo, lo deberá poner inmediatamente en conocimiento de los órganos de la AEAT.

Se ha puesto en funcionamiento un servicio en la Sede Electrónica de la AEAT que permite la presentación de denuncias por medios electrónicos relativas al incumplimiento de esta limitación, y contiene mayor información al respecto mediante un sistema de preguntas frecuentes (INFORMA).

En el capítulo 16, actuaciones especiales, se expone con detalle la comprobación de la denuncia de pagos en efectivo, así como su régimen sancionador.

3.7.  Nueva obligación de establecer canales de denuncia internos en las empresas en relación con el blanqueo de capitales. Implicaciones con el delito fiscal

3.7.1.  Introducción

Existe consenso internacional sobre la eficacia de las medidas preventivas contra el blanqueo de capitales que se han aprobado en las últimas décadas, aceptándose que las recomendaciones emanadas del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), trasladadas posteriormente a Directivas de la Unión Europea, son las más adecuadas para ello. Los Estados miembros tienen la obligación de incorporar posteriormente el contenido de esas Directivas a las legislaciones nacionales.

Entre las principales medidas figura la obligación que tienen los bancos, los profesionales y algunos sectores empresariales de vigilar a todos sus clientes y detectar cualquier operación sospechosa de blanqueo, en cuyo caso tienen que comunicarlo a los organismos correspondientes.

Un aspecto Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20de mayo de 2015, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales, es el establecimiento de los canales de denuncias, tanto públicos, como en el ámbito de los propios sujetos obligados de la ley, medida que ha sido incorporada a nuestra legislación.

Se exponen a continuación las implicaciones que puede tener esta obligación en el ámbito tributario.

3.7.2.  Relación entre el delito fiscal y el de blanqueo

El artículo 1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo establece que se consideran blanqueo de capitales las siguientes actividades:


	
a)  La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que dichos bienes proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva, con el propósito de ocultar o encubrir el origen ilícito de los bienes o de ayudar a personas que estén implicadas a eludir las consecuencias jurídicas de sus actos.

	
b)  La ocultación o el encubrimiento de la naturaleza, el origen, la localización, la disposición, el movimiento o la propiedad real de bienes o derechos sobre bienes, a sabiendas de que dichos bienes proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva.

	
c)  La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de la recepción de los mismos, de que proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva.

	
d)  La participación en alguna de las actividades mencionadas en las letras anteriores, la asociación para cometer este tipo de actos, las tentativas de perpetrarlas y el hecho de ayudar, instigar o aconsejar a alguien para realizarlas o facilitar su ejecución.



A los efectos de esta Ley se entenderá por bienes procedentes de una actividad delictiva todo tipo de activos cuya adquisición o posesión tenga su origen en un delito, tanto materiales como inmateriales, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, así como los documentos o instrumentos jurídicos con independencia de su forma, incluidas la electrónica o la digital, que acrediten la propiedad de dichos activos o un derecho sobre los mismos, con inclusión de la cuota defraudada en el caso de los delitos contra la Hacienda Pública.

El hecho de que el delito fiscal pudiera ser un delito que de origen al blanqueo de capitales no ha estado siempre clara. Se expone a continuación la evolución que ha sufrido.

3.7.3.  Problemática del delito fiscal como delito fuente del blanqueo

En el caso de España, se ha seguido la tendencia internacional, ampliando sucesivamente el catálogo de delitos fuente. Así, en la Ley 19/1993, se relacionaba el delito de blanqueo de capitales solamente con las actividades delictivas relacionadas con drogas, bandas armadas y organizaciones o grupos terroristas. En la modificación introducida en el año 2003 se definió el blanqueo de una forma más amplia, relacionándolo con los delitos castigados con pena de prisión superior a tres años. Por último, en la Ley 10/2010, el blanqueo de capitales se relaciona con los bienes que procedan de cualquier actividad delictiva, entre la que se incluye la comisión de delitos fiscales, tema que ha sido objeto de intensos debates en el ámbito judicial y doctrinal, en los que predominaba la opinión negativa a dicha inclusión. A pesar de ello, la polémica ya no existe, porque la Ley 10/2010 ha dejado bien claro que la cuota defraudada, en el caso de los delitos contra la Hacienda Pública, está incluida dentro de los bienes procedentes de los delitos.

En el delito de blanqueo de capitales se exige la existencia de una ganancia procedente de una actividad delictiva, por lo que no todo delito puede ser delito fuente del de blanqueo de capitales. La exigencia de esa ganancia determina que sí pueda considerarse como delitos fuente, por ejemplo, un secuestro o los relativos a la inmigración clandestina.

El artículo 305 del Código Penal regula el delito fiscal de la siguiente forma:

El que, por acción u omisión, defraude a la Hacienda Pública estatal, autonómica, foral o local, eludiendo el pago de tributos, cantidades retenidas o que se hubieran debido retener o ingresos a cuenta, obteniendo indebidamente devoluciones o disfrutando beneficios fiscales de la misma forma, siempre que la cuantía de la cuota defraudada, el importe no ingresado de las retenciones o ingresos a cuenta o de las devoluciones o beneficios fiscales indebidamente obtenidos o disfrutados exceda de ciento veinte mil euros será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años y multa del tanto al séxtuplo de la citada cuantía, salvo que hubiere regularizado su situación tributaria en los términos del apartado 4 del presente artículo.


Así el art. 305 castiga al que, por acción u omisión, defraude a la Hacienda Pública estatal, autonómica, foral o local mediante las siguientes conductas, siempre que el importe sea superior a 120.000 euros:


	
•  eludiendo el pago de tributos

	
•  eludiendo cantidades retenidas

	
•  obteniendo indebidamente devoluciones

	
•  o disfrutando beneficios fiscales de la misma forma.



Por otro lado, el artículo 308 del Código Penal establece:

El que obtenga subvenciones, desgravaciones o ayudas de las Administraciones públicas de más de ciento veinte mil euros falseando las condiciones requeridas para su concesión u ocultando las que la hubiesen impedido, será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años y multa del tanto al séxtuplo de su importe.


Tanto el que retiene cantidades a cuenta de un impuesto que luego no ingresa, como el que obtiene devoluciones indebidas o el que obtiene una subvención fraudulentamente, consiguen una ganancia perfectamente cuantificable, identificable y susceptible de ser convenientemente reciclada con alguno de los actos previstos en el art. 301 del Código Penal, como producto de actividad delictiva, requisito exigido en el delito de blanqueo de capitales. En tales casos no puede existir duda alguna de que tales actos serían constitutivos de dicho delito de blanqueo. Sería un contrasentido que, admitida como está jurisprudencialmente la posibilidad de que el delito de estafa sea delito antecedente del blanqueo de capitales (ver STS 1501/2003 de 19 de diciembre), se rechazara dicha construcción para el delito fiscal, ya que ello supondría hacer de mejor condición al que engaña a la Hacienda Pública para obtener una devolución o subvención indebida, que al que engaña a un particular.

El problema principal surge cuando la conducta consiste en eludir el pago de tributos, dejando de ingresar las cuotas correspondientes, en una operación lícita, como puede ser la venta de un inmueble. En relación con este tema, la Ley 10/2010 ha dejado bien claro su inclusión al disponer en su artículo 1, en contra de una mayoritaria corriente doctrinal en sentido contrario, la inclusión de la cuota defraudada en el caso de los delitos contra la Hacienda Pública entre los bienes procedentes de los delitos, sin hacer distinción entre los supuestos que se tipifican como delito fiscal en el artículo 305 del Código Penal.

A título de ejemplo, se citan algunos argumentos doctrinales contrarios a la consideración del delito fiscal como delito fuente del de blanqueo de capitales:


	
•  Posibilidad de que el delito fiscal haya prescrito y se pueda perseguir el de blanqueo de capitales, sin existir, por tanto, el delito fuente.

	
•  Situación absurda que suponía la existencia de una excusa absolutoria en el delito fiscal, y que no se pudiera aplicar dicha circunstancia para el delito de blanqueo. La excusa absolutoria estaba contemplada en el artículo 305.4 del Código Penal en los siguientes términos:Quedará exento de responsabilidad penal el que regularice su situación tributaria, en relación con las deudas a que se refiere el apartado primero de este artículo, antes de que se le haya notificado por la Administración tributaria la iniciación de actuaciones de comprobación tendentes a la determinación de las deudas tributarias objeto de regularización, o en el caso de que tales actuaciones no se hubieran producido, antes de que el Ministerio Fiscal, el Abogado del Estado o el representante procesal de la Administración autonómica, foral o local de que se trate, interponga querella o denuncia contra aquél dirigida, o cuando el Ministerio Fiscal o el Juez de Instrucción realicen actuaciones que le permitan tener conocimiento formal de la iniciación de diligencias.


Si el contribuyente regularizaba su situación tributaria, aplicando dicho precepto, quedaría exculpado del delito contra la Hacienda Pública, pero su conducta supondría una autoinculpación que podría ser objeto de persecución por delito de blanqueo de capitales.

Esta situación cambió en la reforma del Código Penal que entró en vigor en enero de 2013, a raíz de la aprobación en el año 2012 de la llamada amnistía fiscal, desapareciendo la excusa absolutoria y regulándose el concepto de regularización voluntaria en los siguientes términos:

Se considerará regularizada la situación tributaria cuando se haya procedido por el obligado tributario al completo reconocimiento y pago de la deuda tributaria, antes de que por la Administración Tributaria se le haya notificado el inicio de actuaciones de comprobación o investigación tendentes a la determinación de las deudas tributarias objeto de la regularización o, en el caso de que tales actuaciones no se hubieran producido, antes de que el Ministerio Fiscal, el Abogado del Estado o el representante procesal de la Administración autonómica, foral o local de que se trate, interponga querella o denuncia contra aquél dirigida, o antes de que el Ministerio Fiscal o el Juez de Instrucción realicen actuaciones que le permitan tener conocimiento formal de la iniciación de diligencias.


Así pues, con la nueva situación, la regularización voluntaria supone que el delito fiscal no llegó a cometerse, al no declarar correctamente, (antes se cometía y se exculpaba) y, por tanto, si no existe delito fuente no puede existir el de blanqueo de capitales.



	
•  En la normativa internacional se asocia el delito de blanqueo a la ocultación del origen ilícito de determinados bienes. La cuota defraudada en el delito fiscal puede provenir perfectamente de una operación lícita, como es el caso de la venta de un inmueble cuyas ganancias no se han declarado.

	
•  Para cometer Delito contra la Hacienda Pública se exige como elemento objetivo que la cuota defraudada supere el importe de 120.000 euros. Para apreciar la existencia del delito de blanqueo, no haría falta descubrir el destino de dicho importe, sino que siempre que se descubriera un solo euro de la cuota defraudada podría perseguirse el delito de blanqueo.



Además del planteamiento teórico, está la dificultad para localizar, hacer el seguimiento e identificar la cuota defraudada dentro del patrimonio del defraudador, y probar tanto los elementos objetivos como subjetivos exigidos, esto es, que se está produciendo una conducta de adquisición, conversión o transmisión de unos bienes que tienen su origen en la cuota defraudada y que dicha actividad se realizaba con conocimiento de su ilícita procedencia.

3.7.4.  Nueva obligación de establecer canales de denuncia

La Directiva (UE) 2015/849 regula la obligación de establecer de los canales de denuncias, tanto públicos, como en el ámbito de los propios sujetos obligados de la ley. Los sujetos obligados deberán contar con canales específicos para la denuncia interna de conductas contrarias a la ley o a los procedimientos internos de la entidad aprobados para dar cumplimiento a aquélla. De forma paralela, se crearán canales de denuncia a la Administración de potenciales incumplimientos por los sujetos obligados de las exigencias de la normativa administrativa de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

La transposición de la Directiva en la normativa española se ha producido con la introducción de un nuevo artículo 26 bis en la Ley 10/2010, que establece que los sujetos obligados establecerán procedimientos internos para que sus empleados, directivos o agentes puedan comunicar, incluso anónimamente, información relevante sobre posibles incumplimientos de esta ley, su normativa de desarrollo o las políticas y procedimientos implantados para darles cumplimiento, cometidos en el seno del sujeto obligado.

Dispone también que los sujetos obligados adoptarán medidas para garantizar que los empleados, directivos o agentes que informen de las infracciones cometidas en la entidad sean protegidos frente a represalias, discriminaciones y cualquier otro tipo de trato injusto.

Por último, señala que reglamentariamente podrán determinarse los sujetos obligados exceptuados del cumplimiento de esta obligación.

Cuando la normativa se refiere a los sujetos obligados, está contemplando a los siguientes sectores o grupos:







	SECTOR/GRUPO
	
ACTIVIDADES

(Letra del artículo 2.1. de la Ley 10/2010)






	1) Entidades financieras y de seguros
	
a. Las entidades de crédito.

b. Las entidades aseguradoras autorizadas para operar en el ramo de vida y corredores de seguros.

c. Las empresas de servicios de inversión.

d. Las sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva y las sociedades de inversión cuya gestión no esté encomendada a una sociedad gestora.

e. Las entidades gestoras de fondos de pensiones.

f. Las sociedades gestoras de entidades de capital-riesgo y las sociedades de capital-riesgo cuya gestión no esté encomendada a una sociedad gestora.

g. Las sociedades de garantía recíproca.

h. Las entidades de pago y de dinero electrónico.

i. Las personas que ejerzan profesionalmente actividades de cambio de moneda.





	2) Profesionales
	
m. Auditores de cuentas, contables externos o asesores fiscales.

n. Notarios y registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes inmuebles.

ñ. Abogados, procuradores u otros profesionales independientes cuando participen en la concepción, realización o asesoramiento de determinadas operaciones.

o. Personas que con carácter profesional y presten determinados servicios de carácter mercantil o societario.





	3) Comerciantes
	
q. Personas que comercien profesionalmente con joyas, piedras o metales preciosos.

r. Personas que comercien profesionalmente con objetos de arte o antigüedades.

s. Personas que comercializan bienes, como sellos, obras de arte, antigüedades, joyas, árboles, bosques naturales o animales, con oferta de restitución posterior, en uno o varios pagos, de todo o parte del precio pagado por el consumidor o una cantidad equivalente, con o sin promesa de revalorización de este importe.

w. Personas que comercien profesionalmente con bienes, respecto de los pagos y cobros que efectúen por importe superior a 10.000 euros en efectivo o medios equivalentes.





	4) Movimientos de fondos
	
t. Las personas que ejerzan actividades de depósito, custodia o transporte profesional de fondos o medios de pago.

j. Los servicios postales respecto de las actividades de giro o transferencia.

h. Las entidades de pago y de dinero electrónico.

i. Las personas que ejerzan profesionalmente actividades de cambio de moneda.

k. Intermediarios en la concesión de préstamos y créditos.





	5) Sector inmobiliario
	
l. Promotores inmobiliarios

l. Actividades de agencia, comisión o intermediación en la compraventa de bienes inmuebles.





	6) Actividades relacionadas con el juego
	
p. Los casinos de juego.

u. Las personas responsables de la gestión, explotación y comercialización de loterías u otros juegos de azar respecto de las operaciones de pago de premios.





	7) Otros sujetos obligados
	
y. Gestores de sistemas de pago y de compensación y liquidación de valores y productos financieros derivados y gestoras de tarjetas de crédito.

x. Fundaciones y asociaciones.





	8) Todas las personas físicas que efectúen movimientos de efectivo
	v. Personas que efectúen movimientos de dinero en efectivo por importe superior a 100.000 euros en territorio nacional o 10.000 a través de frontera.





3.7.5.  Conclusiones


	
•  El delito fiscal es un delito que puede dar lugar al blanqueo de capitales.

	
•  Comete delito de blanqueo el que ayude, instigue o aconseje a alguien para realizar acciones que supongan blanqueo, o facilitar su ejecución.

	
•  Entre los sujetos obligados figuran determinados sectores profesionales, como abogados y asesores fiscales.

	
•  Entre las obligaciones impuestas a los sujetos obligados figura la de rechazar al cliente cuando exista sospecha de blanqueo, y comunicar al SEPBLAC (Banco de España) las operaciones sospechosas que realicen tanto clientes actuales como nuevos.

	
•  Las Administraciones Públicas y los sujetos obligados, entre los que figuran abogados, asesores fiscales y auditores, deben establecer canales internos para que empleados o directivos denuncien de forma anónima situaciones de incumplimiento de la normativa sobre blanqueo.
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Capítulo 3 Cómo actuar ante el inicio de una inspección


 
 RESUMEN NORMATIVO


 EFECTOS DEL INICIO


	
—  Interrupción del plazo de prescripción del derecho a liquidar. Art. 68.1.a) LGT.

	
—  Interrupción del plazo de prescripción para imposición de sanciones. Art. 189.3.a) 2º párrafo.

	
—  Inicio del cómputo del plazo máximo de duración. Art. 150.1 LGT.

	
—  Consideración de los ingresos realizados con posterioridad. Art. 87.5 RGAT.

	
—  No aplicación recargos por declaración extemporánea del art. 27 LGT.

	
—  Liquidación de sanciones.



LAS NOTIFICACIONES EN MATERIA TRIBUTARIA

1. NORMATIVA APLICABLE


	
—  Arts. 109 a 112 LGT.

	
—  Arts. 40 a 46 Ley 39/2015 .

	
—  Arts. 114 y 115 RGAT.

	
—  Real Decreto 1363/2010, de 29 de octubre, por el que se regulan supuestos de notificaciones y comunicaciones administrativas obligatorias por medios electrónicos en el ámbito de la AEAT.



2. REQUISITOS GENERALES DE LA NOTIFICACIÓN

Art. 41 Ley 39/2015: Constancia de de la recepción o acceso por el interesado o su representante, de sus fechas y horas, del contenido íntegro, y de la identidad fidedigna del remitente y destinatario de la misma

3. NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA. Real Decreto 1363/2010.

Regula supuestos de notificaciones y comunicaciones administrativas obligatorias por medios electrónicos en el ámbito de la AEAT.

4. LUGAR DE PRÁCTICA DE LAS NOTIFICACIONES. ART. 110 LGT

A) Procedimientos iniciados de oficio


	
•  En el domicilio fiscal del obligado tributario.

	
•  En el domicilio fiscal de su representante.

	
•  En el centro de trabajo del OT.

	
•  En el lugar donde se desarrolle la actividad económica.

	
•  En cualquier otro adecuado a tal fin.



B) Procedimientos iniciados a solicitud del interesado


	
•  En el lugar señalado a tal efecto por el obligado tributario o su representante.

	
•  En el domicilio fiscal de uno u otro.



5. PERSONAS LEGITIMADAS PARA RECIBIR LAS NOTIFICACIONES

a) En el lugar señalado al efecto o en el domicilio fiscal:


	
•  El obligado tributario.

	
•  Su representante. Si se ha señalado representante, hay que notificarle a éste.

	
•  De no hallarse presentes uno de los anteriores, podrá hacerse cargo cualquier persona que se halle en el lugar y haga constar su identidad.

	
•  El empleado de la comunidad de vecinos del domicilio fiscal o del lugar señalado para notificaciones: podrá hacerse cargo.

	
•  Los sucesores, en caso de fallecimiento o extinción de la personalidad jurídica del OT (art. 114.3 RGAT).



b) En cualquier otro lugar (no domicilio o señalado para notificaciones):

	
•  Sólo están legitimados el propio obligado tributario o su representante.


c) Rechazo de la notificación:


	
•  Si lo realiza el interesado o su representante, se tendrá por efectuada.

	
•  Si lo hace cualquier de las otras personas legitimadas para recibir las notificaciones, será un mero intento fallido de notificación, y sólo habilitará a la Administración para acudir, en su caso, a la notificación por comparecencia.

	
•  Se dejará constancia en el expediente.



6. NOTIFICACIÓN POR COMPARECENCIA. Art. 112 LGT. Art. 115 RGAT

a) Requisitos

Intento infructuoso una o dos veces, según los casos.

b) Forma

Aviso previo en su casillero. Art. 114.1, 3º párrafo RGIAT.

Citación para ser notificado por comparecencia.

Anuncios en el BOE.

c) Efectos

Notificado al día siguiente una vez transcurridos 15 días naturales desde el anuncio.

 MODELOS Y FORMULARIOS



	
—  Modelos de notificación de la comunicación de inicio de actuaciones.

	
—  Solicitud de aplazamiento de actuaciones.





1.  Cuándo comienza una inspección

La comprobación inspectora empieza para el obligado tributario cuando se le haya notificado correctamente el inicio de las actuaciones. De ahí la importancia de saber cuándo esa notificación es correcta, qué ocurre si el obligado tributario la rechaza, o si es válida una notificación firmada por un empleado de la empresa, cuestiones que se abordan, junto con otras, en los apartados siguientes.

En el caso de una actuación inspectora, la notificación del inicio de la actuación es uno de los actos que más importancia tiene en el procedimiento, no solo por los efectos legales que produce, sino también porque cierra determinadas posibilidades de actuación por parte del obligado tributario, como es, por ejemplo, poder presentar declaraciones tributarias extemporáneas pagando solo el recargo por presentación fuera de plazo (art. 27 LGT).

Una vez notificada correctamente la comunicación de inicio de actuaciones, no se pueden presentar dichas declaraciones, y si se presentaran, no evitan la imposición de las sanciones, o la remisión del expediente por delito fiscal, si se dan las circunstancias para ello (más de 120.000 euros de cuota y existencia de dolo).

Si la notificación de la comunicación de inicio no puede efectuarse correctamente, el intento de notificación no produce efectos legales, por lo que el obligado tributario puede actuar como crea conveniente, incluso presentando declaraciones complementarias, hasta que se notifique correctamente dicha comunicación. De ahí la importancia de conocer, por ejemplo, la validez de las notificaciones entregadas a los conserjes de fincas urbanas, a un familiar, a un empleado de la empresa, las entregadas en un lugar diferente al domicilio, y otras circunstancias. El objetivo de los aparatados siguientes es detallar todas esas circunstancias, respecto de las que existe abundante Doctrina y jurisprudencia

Además de ello, resulta necesario conocer también los medios a través de los cuales la Inspección puede efectuar estas notificaciones, teniendo cada vez más importancia la notificación por medios electrónicos, a los que están obligados determinados contribuyentes.

Se insertan a continuación varios justificantes de la recepción de una comunicación de inicio de actuaciones inspectoras. El primero de ellos se refiere a la entrega en mano por un agente tributario, y los otros dos a la notificación en el buzón electrónico al que se hace referencia más adelante.
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Modelos de notificación de la comunicación de inicio de actuaciones


 Export Popup[image: ]

[image: ]

[image: ]






2.  Qué efectos produce el inicio de una actuación inspectora

Los efectos que produce una citación de la Inspección para efectuar actuaciones de comprobación son los siguientes:

	
1.  El plazo de prescripción se interrumpe para los conceptos impositivos y periodos que van a ser objeto de comprobación.



 Doctrina y jurisprudencia

Si se lleva a cabo un procedimiento de inspección de alcance general respecto de determinado concepto tributario, en el alcance del procedimiento está incluida no solo la comprobación e investigación de las obligaciones materiales sino también de las obligaciones formales que imponga ese concepto tributario, de conformidad con el artículo 148 de la Ley General Tributaria, por lo que las previas actuaciones de regularización de la situación tributaria del obligado interrumpirán el plazo de prescripción para sancionar, en su caso, tanto los incumplimientos de obligaciones materiales como los eventuales incumplimiento de obligaciones formales, en el sentido del artículo 189.3.a) segundo párrafo de la Ley General Tributaria. Resolución del TEAC de 19/02/2015 recurso 06444/2012.




	
2.  No son de aplicación los recargos por declaración extemporánea sin requerimiento previo regulados en el artículo 27.1 de la LGT. La cuota ingresada tiene el carácter de ingreso a cuenta sobre el importe de la liquidación derivada del acta que se incoe, sin que impida la aplicación de las correspondientes sanciones sobre el total de cuota, es decir, el ingreso de parte o de la totalidad de la cuota no tiene ninguna repercusión respecto del importe de las sanciones que resulten del expediente sancionador. Los intereses de demora sobre la cantidad ingresada después del inicio de actuaciones se calcularán hasta el día anterior a aquel en que se realizó el correspondiente ingreso.En este sentido, el artículo 87.5 del RGIAT ha dispuesto que los ingresos efectuados por el obligado tributario con posterioridad al inicio de las actuaciones o procedimientos, en relación con las obligaciones tributarias y periodos objeto del procedimiento, tendrán carácter de ingresos a cuenta sobre el importe de la liquidación que, en su caso, se practique, sin que esta circunstancia impida la apreciación de las infracciones tributarias que puedan corresponder. En este caso, no se devengarán intereses de demora sobre la cantidad ingresada desde el día siguiente a aquel en que se realizó el ingreso.



	
3.  Se interrumpe el plazo de prescripción para imponer sanciones que se deriven de la regularización que se efectúe.

	
4.  Inicio del cómputo del plazo máximo de duración. Establece el apartado 2 del artículo 150 de la LGT que el plazo del procedimiento inspector (18 o 27 meses, según los casos) se contará desde la fecha de notificación al obligado tributario de su inicio hasta que se notifique o se entienda notificado el acto administrativo resultante del mismo.




 Doctrina y jurisprudencia

Momento de notificación de la iniciación de las actuaciones inspectoras. La coincidencia del día de presentación de la declaración con el de recepción de la notificación de inicio de actuaciones ha de interpretarse como presentación posterior a la citación (STSJ Canarias 26-5-2006).



En relación con la interrupción del plazo de prescripción por los conceptos impositivos y periodos que van a ser objeto de comprobación, hay que hacer mención a los regímenes especiales de Grupos de Entidades vigentes en el Impuesto sobre Sociedades y en el Impuesto sobre el Valor Añadido.

La normativa reguladora del régimen de consolidación, artículo 55 LIS 2014, dispone que las actuaciones administrativas de comprobación o investigación realizadas frente a la sociedad dominante o frente a cualquier entidad del grupo fiscal, con el conocimiento formal de la sociedad dominante, interrumpirán el plazo de prescripción del Impuesto sobre Sociedades que afecta al citado grupo fiscal.

En la Ley 37/1992, del Impuesto sobre el Valor Añadido, se regula el régimen especial de Grupo de Entidades en el Impuesto sobre el Valor Añadido. La entidad dominante ha de cumplir las obligaciones materiales y formales específicas de este régimen especial, por lo que ha de incluirse también en la lista de obligados tributarios que han de atender a la Inspección. Las actuaciones dirigidas a comprobar el adecuado cumplimiento de las obligaciones de las entidades que apliquen el régimen especial del grupo de entidades se entenderán con la entidad dominante, como representante del mismo. Igualmente, las actuaciones podrán entenderse con las entidades dependientes, que deberán atender a la Administración tributaria. Las actuaciones de comprobación o investigación realizadas a cualquier entidad del grupo de entidades interrumpirán el plazo de prescripción del Impuesto referente al total de entidades del grupo desde el momento en que la entidad dominante tenga conocimiento formal de las mismas.

En el capítulo 15 se desarrollan las especialidades existentes en la comprobación de los grupos.

3.  Cuáles son los aspectos más importantes de las notificaciones

Se destacan a continuación los aspectos más importantes de las notificaciones, que se desarrollan en los apartados siguientes con más detalle.

La normativa reguladora del régimen de las notificaciones tributarias se encuentra, en cuanto a los aspectos generales, en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en cuanto a las especialidades para el ámbito tributario en los artículos 109 a 112 de la LGT y sus normas reglamentarias de desarrollo: artículos 114, 115 y 115 bis del RGIAT.

En los procedimientos tributarios, las notificaciones pueden practicarse por cualquier medio que permita tener constancia de su recepción por el interesado, así como de la fecha, la identidad y el contenido del acto notificado.

La notificación de los actos tributarios puede practicarse por Correos mediante envío certificado con acuse de recibo, forma que se encuentra reglamentada y protocolizada hasta en sus más precisos detalles por el Reglamento de los servicios postales (RD 1829/1999), de acuerdo con la Ley 43/2010, de 30 de diciembre, del servicio postal universal.

Las notificaciones pueden practicarse también por medios telemáticos, si el interesado ha señalado dicho medio como preferente o bien consiente expresamente su utilización, en los términos previstos en el artículo 59.3 de la LRJPAC 30/1992, y sus normas reglamentarias de desarrollo.

Desde el 1 de enero de 2011 el Real Decreto 1363/2010, de 29 de octubre, ha regulado los supuestos de notificaciones y comunicaciones administrativas obligatorias por medios electrónicos en el ámbito de la AEAT, adoptando el sistema de dirección electrónica habilitada (DEH) existente para toda la Administración del Estado. Este sistema afecta obligatoriamente a personas jurídicas y a determinados colectivos de personas físicas que se supone que pueden disponer de los medios tecnológicos precisos. La AEAT deberá comunicar individualmente por medios no electrónicos a los sujetos obligados a recibir notificaciones electrónicas obligatoriamente, su inclusión en el sistema de dirección electrónica habilitada. Los obligados tributarios pueden señalar hasta 30 días al año en los que la Administración no puede dejarles notificaciones en su dirección electrónica (para no interrumpir sus posibles periodos de vacaciones), pero antes de empezar estos días deberán consultar su buzón porque si ya ha sido depositada una notificación los plazos siguen computando.

La notificación podrá practicarse en el domicilio fiscal del obligado tributario o su representante, o en cualquier otro adecuado a tal fin, pero también se admite expresamente (y esta es la especialidad en el ámbito tributario) la notificación en el centro de trabajo, o en el lugar donde se desarrolle la actividad económica.

Cuando la notificación tributaria se practique en el lugar señalado por el interesado o en su domicilio fiscal, puede recibirla él mismo si está presente o cualquier otra persona que allí se encuentre y se identifique. Es válida la recepción por el conserje o portero del edificio.

Aunque el obligado tributario o su representante rechacen recibir la notificación, esta se tendrá por efectuada a todos los efectos. Pero si quien la rechaza es otra persona de las autorizadas a recibirla, solo se considerará como un intento de notificación.

La llamada notificación por comparecencia del artículo 112 de la LGT, se utiliza por la Administración como último recurso, cuando no ha sido posible efectuarla directamente por causas no imputables a ella, y debe continuar el procedimiento. Para poder este medio de notificación por comparecencia es preciso que previamente se haya intentado al menos dos veces a distinta hora en el domicilio fiscal o en el designado por el interesado, siendo suficiente un solo intento cuando el destinatario conste como desconocido. La Administración deberá poder acreditar los intentos realizados y dejar aviso de llegada. A partir de 1-6-2015 se unifica el sistema de publicación, y los anuncios de todas las administraciones públicas solo se publicarán obligatoriamente en el BOE los lunes, miércoles y viernes de cada semana (de forma gratuita). El BOE dispone de un sistema de alerta de anuncios de notificación publicados que afecten a un NIF determinado. La notificación se entiende producida a todos los efectos legales, pasados los 15 días naturales desde la publicación del anuncio en el boletín oficial o en el tablón electrónico, salvo que el interesado compareciera en ese plazo y recibiera directamente la notificación.

En los apartados siguientes se exponen los efectos del inicio de las actuaciones inspectoras; el régimen legal y los medios de notificación; las notificaciones electrónicas obligatorias (NEO) en la AEAT; el lugar de las notificaciones; las personas legitimadas para recibirlas; y la denominada notificación por comparecencia.
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AL  




D.  , con N.I.F.  , con domicilio fiscal en  , C/.  , N.º  , C.P.   y domicilio a efecto de notificaciones en  , C/.  , N.º  , C.P.  , actuando en  

EXPONE

1º.- Que debe comparecer en las oficinas de la Inspección el día   de   de 20  según comunicación de inicio de actuaciones recibida en fecha   de   de 20 

2º.- Que no pudiendo comparecer el día señalado porque  

En su virtud,

SOLICITA

Que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 91.5 del Real Decreto 1065/2007, por el que se aprueba el Reglamento General de Gestión e Inspección Tributaria, se le señale una nueva fecha para la comparecencia.


En   a   de   de  


Fdo.  





  

Normativa aplicable art. 91.5) RGIAT.

El obligado tributario que hubiera sido requerido por la inspección deberá personarse, por sí o por medio de representante, en el lugar, día y hora señalados para la práctica de las actuaciones. Por causa justificada se puede solicitar aplazamiento de la comparecencia.

Plazo. El escrito ha de presentarse dentro de los tres días siguientes a la recepción de la comunicación. En el supuesto de que esta circunstancia acaeciera durante el citado plazo de los tres días, se podrá, en su caso, solicitar el aplazamiento con la máxima antelación posible a la fecha señalada para la comparecencia.

Efectos de la incomparecencia. La incomparecencia, sin causa justificada, podría determinar la aplicación de las responsabilidades y sanciones previstas en el artículo 178 y siguientes de la LGT. Concretamente, está contemplada en el artículo 203 como uno de los supuestos de resistencia a la actuación de la Administración.








4.  Cuál es el régimen legal y los medios de notificación

4.1.  Régimen de las notificaciones tributarias

Según la teoría general del derecho administrativo la notificación de los actos de la Administración constituye un requisito necesario para la eficacia de dichos actos, sin el cual no pueden ser exigidos válidamente, y a la vez una garantía para los interesados pues asegura su conocimiento por parte de ellos. La falta de notificación o la notificación defectuosa del acto administrativo, no afecta a la validez de este pero sí a su eficacia, que quedará demorada hasta que aquella se produzca.

El momento en que se entiende practicada la notificación es el de su recepción, no la fecha en que se dictó el acto, ni cuando se le dio salida del órgano administrativo. Ese instante tiene gran importancia en el procedimiento tributario, pues determina normalmente el inicio o el fin del cómputo de plazos con enorme trascendencia: la interrupción de la prescripción, la interposición de recursos y reclamaciones, el pago o aplazamiento de la deuda tributaria, etc.

El régimen general de las notificaciones tributarias se recoge en los artículos 109 a 112 de la LGT, que constituyen una sección específica dentro del Capítulo II dedicado a las normas comunes sobre actuaciones y procedimientos tributarios, incluido en el Título III sobre la aplicación de los tributos. Estas normas tienen una gran relevancia ya que resultan aplicables a todos los procedimientos tributarios, incluso sancionador y de revisión en vía administrativa.

En la regulación de las notificaciones es donde se aprecia de forma más evidente el grado de aproximación de la normativa tributaria a las normas del procedimiento administrativo común. La LGT recoge exclusivamente las especialidades que presentan los procedimientos tributarios respecto a las normas administrativas generales, que no obstante serán de aplicación supletoria para todo aquello que no esté expresamente previsto en las normas tributarias, según dispone el artículo 97 de la LGT, y se recogen algunas medidas encaminadas a reforzar la efectividad de las mismas para este ámbito (sobre todo en el procedimiento de inspección). Los artículos 114, 115 y 115 bis del RGIAT recogen también algunos aspectos concretos de las notificaciones tributarias, entre las normas comunes sobre actuaciones y procedimientos tributarios.

Según el artículo 109 de la LGT 2003 el régimen de notificaciones será el previsto en las normas administrativas generales (con las especialidades mencionadas), por lo que debemos acudir en primer término a lo dispuesto en los artículos 40 a 46 de la Ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo Común (LPAC) vigente desde 2-10-2016, que regula tanto las condiciones generales de las notificaciones como la práctica de las mismas, bien en papel o preferentemente por medios electrónicos. Esta ley ha clarificado e integrado el contenido de la anterior Ley 30/1992 y también de la Ley 11/2007. El Real Decreto 1070/2017, de 29 de diciembre, modificó el RGIAT 2007 y estableció también que en materia tributaria el régimen de notificaciones electrónicas se regula por remisión a la Ley 39/2015 (LPAC) y a su normativa de desarrollo, sin perjuicio de las especialidades que reglamentariamente se puedan establecer no sólo mediante real decreto sino también a través de orden del Ministerio de Hacienda para el ámbito de competencias del Estado.

De la normativa reguladora del procedimiento administrativo común conviene destacar el artículo 40 LPAC 39/2015 sobre notificaciones, que establece lo siguiente:


	
•  Se deberán notificar a los interesados las resoluciones y los actos administrativos que afecten a sus derechos e intereses. Por tanto, se incluyen también los actos de trámite que puedan ser objeto de impugnación separada.

	
•  Toda notificación deberá ser cursada (o al menos intentada) dentro del plazo de diez días hábiles a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado (aunque el incumplimiento de este plazo difícilmente puede constituir causa invalidante de la notificación). Además deberá contener el texto íntegro de la resolución (no basta una mera referencia al acto), la indicación de si es o no definitivo en la vía administrativa, y la expresión de los recursos que procedan en vía administrativa y judicia, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos.

	
•  Las notificaciones defectuosas que conteniendo el texto íntegro del acto, omitiesen alguno de los demás requisitos mencionados anteriormente, surtirán efecto a partir de la fecha en que el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto objeto de notificación, o bien interponga cualquiera de los recursos que procedan. Respecto a la interposición de recursos, el Tribunal Supremo (STS 12-3-1999) mantiene que esta norma no puede entenderse en el sentido de ser convalidatoria cuando el sujeto pasivo se dé expresamente por notificado precisamente para impugnar la notificación, pues si así fuera nunca podrían atacarse los defectos de la notificación, ya que al impugnarla habría que suponerla convalidada.

	
•  A los solos efectos de entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga además del texto íntegro de la resolución, el intento de notificación debidamente acreditado.



Por otra parte, de acuerdo con el artículo 41.5 de la LPAC 39/2015, cuando el interesado o su representante hagan rechazo de una notificación administrativa, se hará constar esto en el expediente junto con las circunstancias del intento y del medio, dándose por notificado y efectuado el trámite, siguiéndose el procedimiento.

También establece el artículo 41.6 de la LPAC 39/2015 que con independencia del medio de notificación utilizado, la Administración enviará un aviso al interesado (a la dirección electrónica que éste haya comunicado en su caso), informándole de la puesta a disposición de una notificación en la sede electrónica de la Administración o en la dirección electrónica habilitada única, aunque la ausencia de este aviso no impedirá que la notificación se considere válida.

La Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos (LAECSP), introdujo con carácter novedoso la utilización de medios electrónicos en materia de notificaciones administrativas. El artículo 27 LAECSP 11/2007 ya reguló las comunicaciones a través de medios electrónicos entre las Administraciones Públicas y los ciudadanos, y el artículo 28 LAECSP 11/2007 la práctica de la notificación por medios electrónicos (estos artículos fueron de aplicación directa a los procedimientos tributarios hasta el 2-10-2016).

Esta ley incluyó la previsión de que reglamentariamente las Administraciones Públicas podían establecer la obligatoriedad de comunicarse con ellas utilizando sólo medios electrónicos, cuando los interesados se correspondan con personas jurídicas o colectivos de personas físicas que por razón de su capacidad económica o técnica, dedicación profesional u otros motivos acreditados tengan garantizado el acceso y disponibilidad de los medios tecnológicos precisos (artículo 27.6 LAECSP 11/2007). Y también la posibilidad de que la notificación se practique utilizando algún medio electrónico, cuando el interesado haya señalado dicho medio como preferente o haya consentido su utilización (artículo 28.1 LAECSP 11/2007). Estas disposiciones se han mantenido en similares términos en los artículos 14 y 41 de la LPAC 39/2015.

En el ámbito de la Administración General del Estado y sus organismos públicos vinculados o dependientes, el Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, desarrolló parcialmente la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, regulando entre otros aspectos en su Título V (arts. 32 al 40 Real Decreto 1671/2009) las comunicaciones y las notificaciones electrónicas para todo el ámbito administrativo (no solo el tributario), pero varios artículos fueron derogados por la LPAC 39/2015 y de momento no hay un nuevo desarrollo reglamentario.

Según el artículo 37 del RD 1671/2009 (que permanece vigente), es posible la modificación del medio de notificación durante la tramitación del procedimiento, de forma que el interesado puede requerir al órgano correspondiente que las notificaciones sucesivas no se practiquen por medios electrónicos, utilizándose los demás medios admitidos en el artículo 59 de la LRJPAC 30/1992 (actualmente artículo 41 de la LPAC 39/2015), excepto en los casos en que el medio electrónico tenga carácter obligatorio. No obstante, si el interesado ha optado voluntariamente por la notificación con medios electrónicos, la Administración ya no puede utilizar otros medios convencionales (STSJ Madrid de 7-6-2011).

La Ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo Común vigente desde 2-10-2016, ha integrado y clarificado también en materia de notificaciones (artículos 40 a 46), el contenido de la Ley 30/1992 y de la Ley 11/2007 que han sido derogadas junto con gran parte de los preceptos del Real Decreto 1671/2009. No obstante, las previsiones relativas al registro electrónico, punto de acceso general electrónico de la Administración y archivo único electrónico producirán efectos a partir del 2-10-2018.

4.2.  Términos y plazos

Los artículos 29 a 33 de la LPAC 39/2015 regulan los términos y plazos, materia estrechamente relacionada con las notificaciones, disponiendo resumidamente lo siguiente:


	
—  Los términos y plazos establecidos en las Leyes obligan tanto a las Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, como a los interesados en los mismos.

	
—  Los plazos se pueden señalar por horas cuando sean inferiores a un día, entendiéndose que éstas son hábiles, siéndolo así todas las horas que formen parte de un día hábil, y se contarán de hora en hora y de minuto en minuto (antes no estaba regulado en la Ley 30/1992).

	
—  Siempre que por Ley no se exprese otra cosa, cuando los plazos se señalen por días, se entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados (lo que también es novedad respecto de la Ley 30/1992), domingos y los declarados festivos. Cuando los plazos se señalen por días naturales, se hará constar esta circunstancia en las correspondientes notificaciones.

	
—  Los plazos se iniciarán y computarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o desestimación por silencio administrativo, ya se fijen en días, meses o años.

	
—  Si se fija en meses o años el plazo concluirá el mismo día en que se produjo la notificación, publicación o silencio administrativo, pero en el mes o el año de vencimiento («de fecha a fecha»). Si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo por meses, se entenderá que el plazo expira el último día del mes. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.

	
—  Cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso.

	
—  Las Administraciones Públicas fijarán en su respectivo ámbito, el calendario de días inhábiles a efectos de cómputos de plazos, que deberá publicarse antes del comienzo de cada año en el diario oficial que corresponda. Ver Resolución de 3 de noviembre de 2015, de la Secretaría de Estado de Administraciones Públicas, por la que se establece el calendario de días inhábiles en el ámbito de la Administración General del Estado para el año 2016, a efectos de cómputos de plazos (BOE 18-11-2015).

	
—  La Administración podrá conceder de oficio o a petición de los interesados, una ampliación de los plazos establecidos, que no exceda de la mitad de los mismos, si las circunstancias lo aconsejan y con ello no se perjudican derechos de tercero.

	
—  Tanto la petición de los interesados como la decisión sobre la ampliación deberán producirse, en todo caso, antes del vencimiento del plazo de que se trate. El acuerdo de ampliación o denegación deberá ser notificado a los interesados y no será susceptible de recurso.El artículo 26 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, contenía una serie de normas especiales para el cómputo de plazos cuando las relaciones con la Administración se producen por medios electrónicos, que actualmente están en el artículo 31 de la LPAC 39/2015:


	
1.  Los registros electrónicos se regirán por la fecha y hora oficial de la sede electrónica de acceso, que deberá contar con las medidas de seguridad necesarias para garantizar su integridad y figurar visible.

	
2.  Los registros electrónicos permitirán la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones todos los días del año durante las veinticuatro horas.

	
3.  A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles o naturales, y en lo que se refiere a cumplimiento de plazos por los interesados, la presentación en un día inhábil se entenderá realizada en la primera hora del primer día hábil siguiente, salvo que una norma permita expresamente la recepción en día inhábil.

	
4.  El inicio del cómputo de los plazos que hayan de cumplir los órganos administrativos vendrá determinado por la fecha y hora de presentación en el propio registro o, en el caso de que vaya destinado a otro órgano del ámbito de esa Administración, por la fecha y hora de entrada en el registro del destinatario. La fecha efectiva de inicio del cómputo de plazos deberá ser comunicada a quien presentó el escrito, solicitud o comunicación.

	
5.  Cada sede electrónica en la que esté disponible un registro electrónico determinará, atendiendo al ámbito territorial en el que ejerce sus competencias el titular de aquella, los días que se considerarán inhábiles a los efectos de los apartados anteriores. En contra de lo dispuesto en el artículo 30.6 de la LPAC 39/2015, para los registros electrónicos cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará hábil en todo caso.








 Doctrina y jurisprudencia

Sobre las notificaciones tributarias existe una amplísima jurisprudencia de entre la que se pueden destacar las siguientes sentencias:


	
—  La STS 26-5-2011 (Rec. 5838/2007) hizo una completa recopilación de los criterios jurisdiccionales existentes en materia de notificaciones.

	
—  Carácter defectuoso de la notificación cuestionada, por haberse omitido el contenido íntegro de la liquidación. No puede admitirse que la notificación se convalide, aunque el sujeto pasivo se dé por notificado o interponga el recurso o pague la liquidación, cuando precisamente lo que se hace es impugnar la notificación, pues en otro caso nunca se podrían combatir los defectos de una notificación sin convalidarla. Los datos que se han de consignar en las notificaciones para que resulten completas y las formalidades con que han de ser redactadas y practicadas, para ser eficaces, no pueden ser sustituidos por presunciones o suposiciones sobre el conocimiento de aquellos por el administrado, ni ser consideradas estas formas como elementos accesorios, porque al constituir verdaderas garantías tributarias son de observación ineludible, de manera que la omisión, aunque sea parcial, de unos y otras, una vez denunciada formalmente por el interesado, convierte a las notificaciones en carentes de eficacia, si no se rectifican, completan y practican de nuevo (STS 12-3-1999).

	
—  Notificación defectuosa de una sanción al practicarse en la persona del administrador de la entidad y no a esta última que era la infractora. Es válida la notificación pues la entidad tuvo conocimiento del acto administrativo en cuestión (STS 28-7-2000).

	
—  La notificación defectuosa no siempre produce vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva, sino solamente cuando impide el cumplimiento de su finalidad de comunicar la resolución (STC 78/1999 de 26-4-1999).

	
—  Notificación realizada por correo con acuse de recibo. Consta identificación de receptora, DNI, firma y fecha. El sujeto pasivo hace depender la eficacia de la notificación de que ésta se produzca en el plazo de diez días desde la fecha de la resolución. No está previsto que el incumplimiento de dicho plazo comporte el efecto de privar de eficacia a la notificación (SAN 30-6-2008).

	
—  Defecto de notificación no invalidatorio. Aunque la notificación no se dirigió al domicilio fiscal del interesado no se ha producido la indefensión. Ha sido la propia persona que recibió la notificación, y que aparecía identificada con su DNI y como presidente de la construcción, la que, en nombre y representación de la entidad, promovió la reclamación económico-administrativa (STS 26-1-2009).

	
—  Habiéndose dado de alta la interesada en el servicio de notificaciones telemáticas de la Agencia Tributaria, medio electrónico que fue elegido por dicha sociedad como preferente para recibir comunicaciones, ésta estaba obligada a realizar por ese medio las notificaciones en todos los procedimientos a los que aquélla se había adscrito. En consecuencia, la notificación de la liquidación realizada en el domicilio fiscal de la entidad no es válida y carece de eficacia jurídica. La norma obliga a la Administración a realizar las notificaciones por vía electrónica cuando los ciudadanos optan por ese medio de comunicación, no estando facultada aquélla para elegir. La Agencia Tributaria no podía elegir el medio de notificación, sino que estaba obligada a llevar a cabo las notificaciones por vía telemática (STSJ Madrid 7-6-2011).

	
—  Notificaciones tributarias. La notificación de la resolución impugnada se llevó a cabo en el domicilio expresamente designado para notificaciones, habiendo quedado acreditada la identidad del receptor de la notificación, con expresión de su nombre y DNI. No se hizo constar en la diligencia la relación del receptor con el interesado, pero se trata del vigilante del edificio (STS 26-5-2011).





4.3.  Medios de notificación

Conforme se establecía ya con carácter general en el artículo 59.1 de la LRJPAC 30/1992, en los procedimientos tributarios las notificaciones se practicarán por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción por el interesado o su representante, así como de la fecha, la identidad y el contenido del acto notificado. La acreditación de que la notificación se ha efectuado correctamente deberá incorporarse al expediente, pues la carga de la prueba corresponde a la Administración.

La Ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo Común (LPAC) estableció en su artículo 41 (desde el 2-10-2016) las condiciones generales para la práctica de las notificaciones, y en primer lugar la preferencia por los medios electrónicos, que se debe producir en todo caso cuando el interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía de acuerdo con el artículo 14.2 de esta ley (personas jurídicas, entidades sin personalidad, y profesionales como notarios y registradores).

No obstante, la Administración puede practicar las notificaciones por medios no electrónicos en los siguientes supuestos:


	
a)  Cuando se realice con ocasión de la comparecencia espontánea del interesado o su representante en las oficinas de registro y solicite en ese momento la comunicación o notificación personal.

	
b)  Cuando por razones de asegurar la eficacia de la actuación administrativa resulte necesario practicar la notificación por entrega directa de un empleado público de la Administración notificante.



Los interesados que no estén obligados a recibir notificaciones por medios electrónicos, también podrán decidir y comunicar voluntariamente a la Administración en cualquier momento, que las notificaciones sucesivas se practiquen o dejen de practicarse por medios electrónicos. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación se practicará por el medio que este señale (salvo que esté obligado a recibirla por medios electrónicos).

La Administración podrá establecer reglamentariamente la obligación de practicar las notificaciones por medios electrónicos, para determinados procedimientos o para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.

Con independencia del medio utilizado para la notificación, si el interesado ha identificado y comunicado voluntariamente un dispositivo electrónico (número de teléfono móvil) y/o una dirección de correo electrónico, la Administración tiene que enviarle un aviso al mismo informándole de la puesta a disposición de una notificación en la sede electrónica o en la dirección electrónica habilitada, aunque según el artículo 41.6 de la LPAC 39/2015 la falta de este aviso no impedirá que la notificación sea considerada plenamente válida. La AEAT tiene habilitada en su web una página para suscribirse al servicio de avisos de notificaciones, tanto para personas físicas como jurídicas y entidades sin personalidad, pero estos avisos no contienen la notificación propiamente dicha, a la que se accede a través de la sede electrónica. El texto del aviso que se recibe es del tipo: «La Agencia Tributaria ha emitido una notificación dirigida al NIF XXX» (por motivos de seguridad solo se muestran algunos dígitos del NIF).

No obstante, según el artículo 41.2 de la LPAC 39/2015, en ningún caso se efectuarán por medios electrónicos las siguientes notificaciones:


	
a)  Aquellas en las que el acto a notificar vaya acompañado de elementos que no sean susceptibles de conversión en formato electrónico.

	
b)  Las que contengan medios de pago a favor de los obligados, tales como cheques.



Cuando el interesado fuera notificado por distintos medios (electrónicos y no electrónicos), se tomará como fecha de notificación la de aquélla que se hubiera producido en primer lugar.

Los medios de notificación más habituales son la entrega personal en mano mediante agente notificador, el envío por correo certificado con acuse de recibo, e incluso el telegrama, que podría ser válido si permite constatar los requisitos mencionados. Por el contrario, difícilmente pueden cumplir dichos requisitos la notificación por teléfono, correo electrónico o por fax (en este último caso, aunque existiera confirmación de que el fax fue enviado al teléfono receptor, no queda constancia de que el interesado lo ha recibido correctamente). Para el caso de que la comunicación se dirija desde el interesado a la Administración, el artículo 27 del Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos (vigente hasta el 2-10-2016), establece que en ningún caso tendrán la condición de registro electrónico (receptor) los buzones de correo electrónico corporativo asignados a los empleados públicos o a las distintas unidades y órganos, y tampoco los dispositivos de recepción de fax, salvo aquellos supuestos expresamente previstos en el ordenamiento jurídico.

La práctica de las notificaciones en papel está regulada en el artículo 42 de la LPAC 39/2015, Cuando la notificación se practique en el domicilio del interesado, de no hallarse presente éste en el momento de entregarse la notificación, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona mayor de catorce años que se encuentre en el domicilio y haga constar su identidad. Si nadie se hiciera cargo de la notificación, se hará constar esta circunstancia en el expediente, junto con el día y la hora en que se intentó la notificación, intento que se repetirá por una sola vez y en una hora distinta dentro de los tres días siguientes. En caso de que el primer intento de notificación se haya realizado antes de las 15 horas, el segundo intento deberá realizarse después de las 15 horas y viceversa, dejando en todo caso al menos un margen de diferencia de 3 horas entre ambos intentos de notificación. Si el segundo intento también resultara infructuoso, se procederá a publicar un anuncio en el BOE y facultativamente en otros boletines o tablones, en la forma prevista en el artículo 44 de la LPAC 39/2015.

Respecto a la práctica de la notificación por correo certificado con acuse de recibo, es preciso considerar el Reglamento por el que se regula la prestación de los servicios postales, aprobado por Real Decreto 1829/1999, de 3 de diciembre (BOE 31-12-1999) en desarrollo de la Ley 24/1998 de Servicios Postales (luego derogada por la Ley 43/2010, de 30 de diciembre). En este reglamento se regula tanto la admisión por el servicio postal de escritos de los ciudadanos dirigidos a las Administraciones públicas (artículo 31 RD 1829/1999), como las condiciones de admisión y entrega de notificaciones de órganos administrativos (artículos 39 a 44 RD 1829/1999), estando plenamente adaptado a lo dispuesto en la Ley 30/1992 (ahora Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las administraciones públicas) (la STS 8-6-2004 declaró nula su aplicación para los órganos judiciales, al haberse omitido en su tramitación el informe preceptivo del CGPJ). Destacar solamente que la entrega de estas notificaciones por el Servicio de Correos tendrá como efecto principal la constancia fehaciente de su recepción, regulándose detalladamente la práctica de la notificación para los supuestos en que serán precisos dos intentos de entrega, y aquellos casos en que basta un solo intento. Una vez realizados los dos intentos sin éxito, el operador del servicio postal deberá depositar en lista las notificaciones durante el plazo máximo de un mes para que puedan ser recogidas en sus oficinas, a cuyo fin se procederá a dejar al destinatario aviso de llegada en el correspondiente casillero domiciliario. Para el caso en que el destinatario no atendiera el aviso de llegada dejado por el servicio de correos, la STS 12-12-1997 concretó los datos que debían certificarse por este servicio para acreditar los intentos de notificación realizados, y el procedimiento a seguir (precisará la publicación de anuncios).

Desde 1-1-2011 está vigente la Ley 43/2010, de 30 de diciembre, del servicio postal universal, que fija las condiciones de prestación de este servicio exigibles al operador designado por el Estado (Correos durante un plazo de 15 años), estableciendo el artículo 22.4 de dicha Ley, que la actuación del operador designado gozará de la presunción de veracidad y fehaciencia en la distribución, entrega y recepción o rehúse o imposibilidad de entrega de notificaciones de órganos administrativos y judiciales, tanto las realizadas por medios físicos, como telemáticos, y sin perjuicio de la aplicación a los distintos supuestos de notificación de lo dispuesto en la Ley 30/1992 (ahora Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las administraciones públicas). Sin embargo, las notificaciones practicadas por los demás operadores postales (empresas privadas de mensajería) surtirán efecto de acuerdo con las normas de derecho común y se practicarán de conformidad con lo previsto en el artículo 59 de la LRJPAC 30/1992 (la STS 22-5-1993 limitó los efectos del resguardo de una empresa de mensajería).

El artículo 28 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, ya reguló la práctica de la notificación por medios electrónicos, lo que actualmente se recoge en el artículo 43 de la LPAC 39/2015. Según este artículo las notificaciones por medios electrónicos se practicarán según se disponga, bien mediante comparecencia en la sede electrónica de la Administración, o bien a través de la dirección electrónica habilitada única, entendiéndose por comparecencia en la sede electrónica, el acceso del interesado o su representante debidamente identificado al contenido de la notificación. En estos casos, la notificación se entenderá practicada a todos los efectos legales en el momento en que se produzca el acceso a su contenido en la dirección electrónica. No obstante, cuando exista constancia de la recepción de la notificación en la dirección electrónica, y transcurran diez días naturales sin que se acceda a su contenido, se entenderá que la notificación ha sido rechazada por lo que se tendrá por efectuado el trámite siguiéndose el procedimiento. Sin embargo, no se tendrá por practicada la notificación por medios telemáticos cuando de oficio o a instancia del destinatario se compruebe la imposibilidad técnica o material del acceso.

En el ámbito estrictamente tributario, el Real Decreto 1/2010, de 8 de enero, de modificación de determinadas obligaciones tributarias formales y procedimientos de aplicación de los tributos y de modificación de otras normas con contenido tributario (BOE 19-01-2010), desarrolló la Ley 11/2007 para este ámbito, introduciendo un nuevo artículo 115 bis en el RGIAT sobre las notificaciones en direcciones electrónicas. Como complemento a esta posibilidad y para ampliar más aún los medios de notificación, el Real Decreto 410/2014, de 6 de junio (BOE 7-6-2014), modificó el RGIAT introduciendo un nuevo artículo 115 ter titulado «notificaciones voluntarias en sede electrónica», que incorporaba la opción de poder realizar notificaciones en la sede electrónica de la Administración tributaria competente, mediante el acceso voluntario del interesado. Pero finalmente el Real Decreto 1070/2017 modificó el RGIAT desde 1-1-2018 dejando el artículo 115 bis para la práctica de las notificaciones a través de medios electrónicos, cuyo régimen se remite completamente al previsto en las normas administrativas generales con las especialidades que se establezcan legal y reglamentariamente (incluso por Orden del Ministro de Hacienda), y suprimió totalmente el artículo 115 ter del RGIAT.

5.  Qué son las notificaciones electrónicas obligatorias (NEO) en el ámbito de la AEAT

5.1.  Regulación de las notificaciones electrónicas obligatorias

A pesar de la previsión del artículo 115 bis del RGIAT, en su redacción anterior a 2018 el desarrollo de esta materia se produjo finalmente mediante el Real Decreto 1363/2010, de 29 de octubre (BOE de 16-11-2010), por el que se regulan supuestos de notificaciones y comunicaciones administrativas obligatorias por medios electrónicos en el ámbito de la AEAT, con entrada en vigor desde 1 de enero de 2011.

Según su exposición de motivos, dada la estrecha relación de las notificaciones con el derecho de defensa, se optó porque esta regulación se llevara a cabo mediante norma con rango de Real Decreto aprobado en Consejo de Ministros.

Aunque existía la posibilidad de establecer sistemas electrónicos de notificación propios (como ha hecho la Dirección General de Tráfico a través de la Dirección Electrónica Vial —DEV—), se ha optado por que la AEAT se adhiriese al sistema de dirección electrónica habilitada (DEH) existente para toda la Administración del Estado, desarrollado por Orden PRE/878/2010, de 5 de abril, cuya titularidad corresponde al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, y que se presta por la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos a través del sitio http://notificaciones.060.es.

Una de las razones que al parecer habían primado para este cambio de rumbo es la limitación de costes directos e indirectos, que tanto para la Administración como para los obligados tributarios, supone utilizar un único sistema de recepción de notificaciones administrativas y tributarias, pero el caso es que se había dejado sin contenido al anterior artículo 115 bis del RGIAT.

El Real Decreto 1363/2010, de 29 de octubre, fue objeto de recurso contencioso-administrativo interpuesto por una asociación de asesores fiscales, que finalmente fue desestimado por el Tribunal Supremo en sentencia de 22-02-2012, por considerarlo conforme a derecho: en cuanto a la discutida cobertura legal, dice el TS que se la proporciona la LAECSP 11/2007, de ámbito administrativo común pero aplicable supletoriamente en el tributario; y en cuanto al ámbito subjetivo, tampoco aprecia el alto tribunal una imposibilidad en el cumplimiento por las entidades destinatarias de las notificaciones (la sentencia cuenta con un voto particular).


 Doctrina y jurisprudencia

La STS de 17-1-2018 reafirmó la constitucionalidad del régimen de notificaciones electrónicas obligatorias, rechazando la alegada posible vulneración del derecho fundamental de tutela judicial efectiva, y el requisito de reserva de ley para la regulación del ejercicio de los derechos fundamentales. Además, según el Tribunal Supremo su regulación en las normas de Derecho Administrativo común constituye el mecanismo supletorio de regulación que consagra el artículo 7 de la LGT 2003, lo que excluye todo tipo de irregularidad.



5.2.  Notificaciones que se practican por medios electrónicos

Según el artículo 3 del RD 1363/2010, de 29 de octubre, el sistema de notificaciones electrónicas obligatorias se aplica en general a las comunicaciones y notificaciones que efectúe la AEAT a las personas y entidades que después se especifican, en sus actuaciones y procedimientos tributarios, aduaneros y estadísticos de comercio exterior, y en la gestión recaudatoria de los recursos de otros Entes que tenga encomendada. Será por tanto la forma normal de comunicación.

No obstante, la AEAT podrá practicar las notificaciones por los medios no electrónicos con arreglo al régimen general de la LGT, en los siguientes supuestos:


	
—  Cuando la comunicación o notificación se realice con ocasión de la comparecencia espontánea del obligado o su representante en las oficinas de la AEAT y solicite la comunicación o notificación personal en ese momento.

	
—  Cuando la comunicación o notificación electrónica resulte incompatible con la inmediatez o celeridad que requiera la actuación administrativa para asegurar su eficacia.

	
—  Cuando las comunicaciones o notificaciones hubieran sido puestas a disposición del prestador del servicio de notificaciones postales para su entrega a los obligados tributarios con antelación a la fecha de su inclusión en el sistema.



Si en los casos anteriores llegara a practicarse la comunicación o notificación tanto por medios electrónicos como no electrónicos, se entenderán producidos todos los efectos a partir de la primera de ellas correctamente efectuada.

Por excepción, en ningún caso se efectuarán en la dirección electrónica habilitada las siguientes comunicaciones y notificaciones:


	
—  Aquellas en las que el acto a notificar vaya acompañado de elementos que no sean susceptibles de conversión en formato electrónico.

	
—  Las que, con arreglo a su normativa específica, deban practicarse mediante personación en el domicilio fiscal del obligado o en otro lugar señalado al efecto por la normativa o en cualquier otra forma no electrónica.

	
—  Las que efectúe la AEAT en la tramitación de las reclamaciones económico-administrativas, que se rigen por la LGT y el RD 520/2005.

	
—  Las dirigidas a las entidades de crédito relacionadas con el procedimiento de recaudación y otras situaciones previstas en la normativa (artículo 3.4 del RD 1363/2010, de 29 de octubre).

	
—  Las notificaciones correspondientes a procedimientos iniciados a solicitud del interesado en los que éste o su representante hayan señalado un lugar para notificaciones distinto de la dirección electrónica habilitada, se practicarán en dicho lugar señalado, salvo que tras dos intentos no sea posible efectuar allí la notificación.




 Doctrina y jurisprudencia

Devolución a no establecidos. La notificación efectuada en la DEH del Servicio de Notificaciones Electrónicas no es válida, en tanto que se está ante un procedimiento iniciado a solicitud del interesado, y en el que expresamente ha señalado un lugar para practicar las notificaciones distinto de la DEH, sin que conste que la Administración haya efectuado al menos dos intentos (RTEAC 17—11-2015).



5.3.  Personas y entidades obligadas a recibir notificaciones por medios electrónicos

Recordemos que el artículo 27 de la LAECSP 11/2007, titulado comunicaciones electrónicas, estableció en su apartado 6 que: «Reglamentariamente, las Administraciones Públicas podrán establecer la obligatoriedad de comunicarse con ellas utilizando sólo medios electrónicos, cuando los interesados se correspondan con personas jurídicas o colectivos de personas físicas que por razón de su capacidad económica o técnica, dedicación profesional u otros motivos acreditados tengan garantizado el acceso y disponibilidad de los medios tecnológicos precisos.» Posteriormente el artículo 14 de la LPAC 39/2015 estableció de forma incluso más amplia el derecho y la obligación de relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas. Esta obligación recae especialmente sobre las personas jurídicas y las entidades sin personalidad jurídica (comunidades de bienes, herencias yacentes y comunidades de propietarios).

En desarrollo de aquella habilitación, el artículo 4 del RD 1363/2010, de 29 de octubre, había establecido que están obligadas a recibir por medios electrónicos las comunicaciones y notificaciones de la AEAT, en primer lugar las entidades con las siguientes formas jurídicas:


	
—  Sociedad anónima (NIF que empiece por la letra A).

	
—  Sociedad de responsabilidad limitada (NIF que empiece por B).

	
—  Personas jurídicas y entidades sin personalidad que carezcan de nacionalidad española (NIF que empiece por N).

	
—  Establecimientos permanentes y sucursales de entidades no residentes en territorio español (NIF que empiece por W).

	
—  Uniones temporales de empresas (NIF que empieza por U), y entidades cuyo NIF empiece por la letra V (AIE, Fondos, etc.).



Igualmente, con independencia de su personalidad o forma jurídica, están también obligadas las siguientes personas o entidades (incluso personas físicas):


	
—  Quienes estén inscritas en el Registro de grandes empresas.

	
—  Quienes hayan optado por la tributación en el régimen de consolidación fiscal del Impuesto sobre Sociedades.

	
—  Quienes hayan optado por la tributación en el Régimen especial del grupo de entidades del IVA.

	
—  Quienes estén inscritas en el Registro de devolución mensual del IVA.

	
—  Quienes tengan una autorización en vigor del Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la AEAT, para la presentación de declaraciones aduaneras mediante el sistema EDI.



El artículo 4.3 del RD 1363/2010, de 29 de octubre, regula detalladamente el procedimiento de exclusión del sistema de dirección electrónica habilitada, pero solo cuando dejen de cumplirse las circunstancias anteriores que determinan la inclusión, y así se solicite expresamente por el obligado (por tanto no es posible solicitar la baja voluntaria de este régimen si se está entre las personas o entidades obligadas). La solicitud de exclusión deberá resolverse por la Administración en el plazo de un mes, estimándola o denegándola con los efectos que se mencionan en el citado artículo. Para el caso de que la Administración no resuelva en ese plazo, el silencio será positivo, es decir se entiende estimada la petición.

5.4.  Comunicación de la inclusión en el sistema de notificaciones electrónicas

La Agencia Tributaria notificará por carta a los obligados a recibir comunicaciones y notificaciones electrónicas, su inclusión de oficio en este sistema, asignándoles una DEH. La opción reglamentaria tomada en el Real Decreto 1363/2010 por este específico sistema de dirección electrónica habilitada, simplifica el régimen previsto inicialmente en el artículo 115 bis del RGIAT, al hacer innecesaria la publicación oficial del acuerdo de asignación por la AEAT. No obstante, esta deberá notificar individualizadamente a los sujetos obligados su inclusión en el sistema de dirección electrónica habilitada, por los medios no electrónicos, y en los lugares y formas previstos en los artículos 109 a 112 de la LGT. Adicionalmente incorporará estas comunicaciones en su sede electrónica (https://www.agenciatributaria.gob.es/), a efectos de posibilitar también su notificación por comparecencia electrónica. Es de suma importancia que la Administración notifique la inclusión en este sistema de forma correcta y efectiva, porque corresponde a ella la carga de la prueba de que tuvo conocimiento de su inclusión.

En los supuestos de alta en el Censo de Obligados Tributarios, la notificación de la inclusión en el sistema de dirección electrónica habilitada se podrá realizar junto a la correspondiente a la comunicación del NIF.

5.5.  Práctica de las notificaciones electrónicas

El acceso de los sujetos obligados a las notificaciones practicadas por la AEAT, se efectuará en la forma que establece la Orden PRE/878/2010, de 5 de abril, sobre el régimen del sistema de dirección electrónica habilitada (en el sitio http://notificaciones.060.es/), así como mediante enlace desde la sede electrónica de la AEAT, identificándose mediante un sistema de firma electrónica. Se requiere que el obligado tributario se autentifique, por lo que deberá estar en posesión de un certificado electrónico emitido por una entidad admitida, o bien un DNI-e si se trata de una persona física (si no dispone de alguno de estos medios de autenticación deberá obtenerlo previamente). También es posible hacerlo mediante un apoderado que ya disponga de certificado electrónico propio, y a quien el interesado haya facultado expresamente para la recepción de dichas notificaciones mediante su inscripción a tal efecto en el Registro de Apoderamientos de la AEAT.

Las personas jurídicas y entidades podrán acceder con el sistema de firma electrónica correspondiente a ellas mismas, así como con el de las personas que hayan acreditado su representación con la correspondiente inscripción en el Registro de apoderamientos de la AEAT. En caso de otorgamiento de poder debidamente inscrito en dicho registro, el acceso podrá realizarse tanto por el interesado como por su representante.

El acceso al contenido del acto objeto de notificación es el momento a partir del cual se entiende practicada a todos los efectos legales. Cuando, existiendo constancia de la puesta a disposición transcurrieran 10 días naturales sin que se acceda a su contenido, se entenderá que la notificación ha sido rechazada con los efectos previstos en el artículo 41.5 y en el artículo 43.2 de la LPAC 39/2015, salvo que de oficio o a instancia del destinatario se compruebe la imposibilidad técnica o material del acceso.

Todas las comunicaciones y notificaciones estarán 90 días naturales en el buzón de la DEH. Durante ese período, si han sido leídas, se podrá visualizar por completo su contenido cuantas veces se precise. Con posterioridad a este plazo, sólo se podrán consultar en la sede electrónica de la Agencia Tributaria. En el caso de que fueran rechazadas expresamente o hubiera expirado el plazo de 10 días sin haber accedido, la consulta completa de las comunicaciones y notificaciones sólo podrá realizarse a través de la sede electrónica de la Agencia Tributaria.

El sistema descrito obliga a acceder periódicamente (como mínimo una vez cada 10 días) al buzón de notificaciones de la DEH, como si se tratara de otra cuenta de correo electrónico más, pero la entidad prestadora del servicio (Correos), contempla la posibilidad de que el interesado al configurar el perfil del buzón electrónico, consigne una cuenta de correo electrónico personal en la que, de forma no vinculante, se le enviará un aviso informándole de las entradas de las nuevas comunicaciones y notificaciones realizadas por la AEAT.

Una vez el interesado, o su representante, haya accedido al buzón electrónico, podrá aceptar la notificación y a continuación leerla, imprimirla o guardarla, o bien rechazarla expresamente, pero en cualquier caso se generará un acuse de recibo fechado electrónicamente en ese instante, que el sistema devolverá al organismo emisor. La AEAT certificará la notificación de un acto a través de la dirección electrónica habilitada, incluyendo la identificación del acto notificado y su destinatario, la fecha en la que se produjo la puesta a disposición, y la fecha del acceso a su contenido o en que la notificación se consideró rechazada por haber transcurrido el plazo legalmente establecido. El certificado de notificación en dirección electrónica habilitada se incorporará al correspondiente expediente electrónico y su autenticidad podrá ser verificada mediante un Código Seguro de Verificación (CSV).

El sistema de notificación electrónica obligatoria (NEO) descrito anteriormente presenta notables diferencias con el de notificación por comparecencia electrónica, pues aunque ambos utilizan siempre documentos electrónicos, este último es voluntario y no tiene rechazo con efectos de notificación (tampoco hay tiempo establecido de espera de 10 días).

En el ámbito de las notificaciones electrónicas ya ha surgido alguna conflictividad con la Administración debido al formato del documento electrónico (pdf) puesto a disposición del interesado, La STS de 16-11-2016 ha confirmado la anulación de una notificación que se incluía en un documento con algunas páginas en blanco (para respetar la impresión por ambas caras en papel), pues estima que el formato pudo inducir a error en el receptor de la notificación generándole indefensión, por lo que anula la providencia de apremio.

5.6.  Días de cortesía en las notificaciones electrónicas

Para flexibilizar un poco el sistema de notificaciones electrónicas, el Real Decreto 1615/2011, de 14 de noviembre, añadió una nueva disposición adicional tercera al Real Decreto 1363/2010, de 29 de octubre, que permite a los obligados tributarios la posibilidad de señalar determinados días al año en los que no se podrán poner a disposición de los mismos notificaciones en la dirección electrónica habilitada, es decir concediendo unos «días de cortesía» o vacaciones a estos efectos.

Según esta disposición, los obligados tributarios incluidos con carácter voluntario u obligatorio en el sistema de Dirección Electrónica Habilitada (DEH) podrán señalar a partir del 1-1-2012 y en los términos que ha desarrollado la Orden EHA/3552/2011, de 19 de diciembre, determinados días en los que la Agencia Tributaria no podrá poner a su disposición notificaciones en dicha dirección, en las siguientes condiciones:


	
—  Se permite señalar libremente un máximo de 30 días naturales al año, que después podrán modificarse y consultarse, tanto por el propio obligado tributario como por quien figure en el registro de apoderamientos como autorizado a recibir sus notificaciones.

	
—  No es preciso agrupar un número mínimo de días, pero el señalamiento o modificación deberá hacerse con una antelación mínima de 7 días naturales al primer día en que vaya a surtir efecto.

	
—  El obligado tributario que entre a lo largo del año natural en el sistema DEH (obligatoria o voluntariamente), podrá disfrutar de la totalidad de los 30 días del año natural en curso, sin necesidad de prorratearlos proporcionalmente.

	
—  No son días inhábiles, es decir no se descuentan del cómputo de los plazos si ya se ha puesto la notificación en la DEH.

	
—  El retraso en la notificación derivado de los días de cortesía designados por el obligado tributario se considerará dilación del procedimiento no imputable a la Administración, si bien deberá quedar acreditado que la notificación pudo ponerse a disposición del obligado tributario en la fecha por él seleccionada.

	
—  Se podrá practicar la notificación por los medios tradicionales (no electrónicos) si lo requieren la inmediatez o celeridad necesarias para garantizar la eficacia de la actuación administrativa.

	
—  El señalamiento de los días deberá realizarse obligatoriamente en la sede electrónica de la AEAT, en la dirección electrónica www.agenciatributaria.gob.es, y para ello deberá tener instalado en el navegador el correspondiente certificado electrónico.



Durante esos días la Administración puede elaborar el documento a notificar pero el envío al gestor de notificaciones del sistema DEH del contribuyente queda paralizado hasta que terminen los días de cortesía.

6.  Dónde se puede notificar

El artículo 110 LGT regula los lugares donde se pueden practicar las notificaciones, distinguiendo a estos efectos entre procedimientos iniciados a solicitud del interesado, y procedimientos iniciados de oficio. Hay que tener en cuenta que en el ámbito tributario son mucho más frecuentes los procedimientos iniciados de oficio (como los de comprobación e investigación), de ahí que la LGT regule las especialidades en estos casos, y adopte una redacción similar a la del artículo 59.2 de la LRJPAC 30/1992 para los demás. Así pues, podemos distinguir dos casos:


	
—  En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación se practicará por este orden, en el lugar señalado a tal efecto por el obligado tributario o su representante o, en su defecto, en el domicilio fiscal de uno u otro.

	
—  En los procedimientos iniciados de oficio, la notificación podrá practicarse en el domicilio fiscal del obligado tributario o su representante, o en cualquier otro adecuado a tal fin, pero también se admite expresamente (y esta es la especialidad en el ámbito tributario) la notificación en el centro de trabajo, o en el lugar donde se desarrolle la actividad económica.




En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado se establece claramente un orden de prelación para determinar el lugar donde deben practicarse las notificaciones, debiendo utilizarse primero el lugar designado por el obligado tributario. Sin embargo en los procedimientos iniciados de oficio, como es el caso de una comprobación inspectora, para no impedir el posible efecto sorpresa que pudiera tener esta, no se establece ningún orden de prelación pudiendo realizarse en cualquiera de los lugares aptos para tal fin, de entre los que se mencionan dos ejemplos concretos. Ahora bien, hay que tener en cuenta que fuera de estos lugares la notificación solo podrá practicarse válidamente con el obligado tributario o su representante, no por medio de terceras personas.

Según el artículo 114.2 del RGIAT, en el supuesto de notificaciones en apartados postales establecidos por el operador al que se ha encomendado la prestación del servicio postal universal, el envío se depositará en el interior de la oficina y podrá recogerse por el titular del apartado o por la persona autorizada expresamente para retirarlo. La notificación se entenderá practicada por el transcurso de 10 días naturales desde el depósito del envío en la oficina. En los procedimientos iniciados a instancia del interesado la utilización de este medio de notificación requerirá que el interesado lo haya señalado como preferente en el correspondiente procedimiento.


 Doctrina y jurisprudencia

Se ha de entender adecuadamente notificada y no proceden las alegaciones sobre que no era el día, ni la hora, ni el lugar apropiado para la notificación, pues tratándose, cual se trataba de una discoteca, que tiene su actuación prioritaria en la noche y en días festivos, no parece, ni que la hora ni el lugar o día fueran inadecuados, para poner en conocimiento del dueño o del Gerente la iniciación del expediente (STS 30-4-1998).



7.  Qué personas están legitimadas para recibir las notificaciones

El artículo 111 de la LGT establece las personas (además del propio obligado tributario y su representante) que son aptas para recibir las notificaciones y en su caso para rechazarlas.

Cuando la notificación se practique en el domicilio fiscal del obligado tributario o su representante, o bien en el lugar designado al efecto por uno u otro, de no hallarse presentes ellos en el momento de la entrega, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona que se encuentre en dicho lugar o domicilio y haga constar su identidad. El artículo 42.2 de la LPAC 39/2015 exige que la persona sea mayor de catorce años de edad.

También están legitimados para recibir las notificaciones los empleados de la comunidad de vecinos o de propietarios donde radique el lugar señalado a efectos de notificaciones o el domicilio fiscal del obligado o su representante si estos no se hallaban presentes (portero o vigilante). Esta mención expresa de la posibilidad de recibir válidamente una notificación por los empleados de la comunidad de vecinos, es una novedad introducida por la Ley 58/2003, si bien ya había sido admitida por reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo (STS 8-10-2002).

En el caso de que la notificación sea recibida por persona distinta del destinatario (obligado tributario o representante), el Defensor del Pueblo ha recomendado la conveniencia de entregar el documento que incluya el contenido propio del acto que se notifica en un sobre cerrado, para que al quedar oculto en su interior, se garantice así la confidencialidad y reserva debidas a ese contenido, sin perjuicio de que se deje constancia de la identificación del acto (código de referencia) y del trámite procedimental que se notifica.

Una cuestión de sumo interés es el efecto que se otorga al rechazo de la notificación realizado por el obligado tributario o su representante. Según el artículo 111.2 de la LGT el rechazo de la notificación realizado directamente por alguno de estos, implicará que se tenga por efectuada la misma (en igual sentido se pronuncia el artículo 59.4 de la LRJPAC 30/1992). No tiene el mismo efecto el rechazo de la notificación realizado por otras personas distintas (empleados, familiares, etc.), pues en este caso el acto no podrá darse por notificado, sin perjuicio de que permita acreditar los intentos de notificación, lo que será necesario para poder utilizar la notificación por comparecencia.

Según el artículo 114.3 del RGIAT, si en el momento de entregarse la notificación se tuviera conocimiento del fallecimiento o extinción de la personalidad jurídica del obligado tributario, deberá hacerse constar esta circunstancia y se deberá comprobar tal extremo por la Administración tributaria. En estos casos, cuando la notificación se refiera a la resolución que pone fin al procedimiento, dicha actuación será considerada como un intento de notificación válido a los solos efectos de entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, aunque se deberá efectuar la notificación a los sucesores del obligado tributario que consten con tal condición en el expediente.

8.  Qué es la notificación por comparecencia

8.1.  Supuestos en que puede utilizarse la notificación por comparecencia

El artículo 112 de la LGT regula una forma especial de notificación que puede utilizar la Administración tributaria como último recurso cuando han resultado infructuosos los demás medios de practicarla, es la llamada notificación por comparecencia, que se desarrolla en el artículo 115 del RGIAT. Este medio guarda ciertas semejanzas con la publicación de anuncios que se regula para el ámbito administrativo general en el artículo 59.5 de la LRJPAC 30/1992 (vendría a suponer la forma especial de publicación prevista para los casos del artículo 61 LRJPAC 30/1992). Pero tiene la ventaja de salvaguardar el derecho a la intimidad de los obligados, ya que el objeto de la publicación no es el propio acto administrativo sino simplemente un anuncio donde se hace constar la existencia de una notificación pendiente de practicar por motivos no imputables a la Administración.

La publicación de anuncios no asegura el conocimiento de la notificación por el interesado (la STS de 12-12-1997 citando al TC, ha recalcado que constituye realmente una ficción legal), pero al menos es una mínima garantía que permite a la Administración continuar un procedimiento que de otra forma quedaría paralizado, a veces por resistencia del contribuyente a ser notificado. No obstante, los tribunales han insistido en la importancia de los emplazamientos y notificaciones como medio para hacer posible que los interesados defiendan sus derechos e intereses legítimos, y en la necesidad de practicarlos personalmente, y no por edictos, cuando conste la dirección del interesado o se pueda lograr sin esfuerzos desproporcionados (STC 138/2003 de 14-7-2003, y STS 26-1-2004).

La notificación por comparecencia solo puede utilizarse cuando no sea posible efectuar la notificación al interesado o a su representante por causas no imputables a la Administración. Siguiendo el artículo 59.5 de la LRJPAC 30/1992 podemos mencionar tres causas que permiten utilizar este procedimiento:


	
—  Cuando los interesados en el procedimiento sean desconocidos en el lugar o lugares que constan a efectos de notificación.

	
—  Cuando se ignore el lugar de la notificación o el medio adecuado por el que puede efectuarse.

	
—  Cuando intentada la notificación no se hubiese podido practicar, bien por ausencia u otra circunstancia obstativa (no cuando el propio interesado o su representante rehúse la notificación, pues en este caso el rechazo se equipara a la notificación).



Para usar este procedimiento la notificación ha debido ser previamente intentada al menos dos veces en el domicilio fiscal, o en el designado por el interesado (si se tratara de un procedimiento iniciado a solicitud del mismo), haciéndose constar en el expediente las circunstancias de los intentos de notificación. Bastará con un solo intento cuando el destinatario conste como desconocido en dicho domicilio o lugar, pues no tiene mucho sentido volver allí donde ya se sabe que no está ausente sino que es desconocido.

Respecto a la redacción del artículo 59.2 último párrafo LRJPAC 30/1992 se observan al menos dos diferencias en el artículo 112.1 de la LGT:


	
1.  No exige que el segundo intento se realice en hora distinta, lo que sería conveniente pues si no hay nadie en el domicilio a una hora determinada del día, es muy probable que suceda lo mismo el resto de días de la semana. Tampoco se exige que el segundo intento se realice dentro de los tres días siguientes.

	
2.  Basta con un solo intento de notificación cuando el destinatario resulte desconocido, lo que sin duda servirá para agilizar el trámite administrativo aunque puede perjudicar las garantías del contribuyente.



Aunque la LGT no señala cómo y cuándo debe practicarse el segundo intento de notificación, el artículo 59.2 de la LRJPAC 30/1992 que actúa como supletoria establece que se realice en una hora distinta dentro de los tres días siguientes, y el Tribunal Supremo en Sentencia de 28-10-2004 ha fijado como doctrina legal que a estos efectos la expresión en una hora distinta determina la validez de cualquier notificación que guarde una diferencia de al menos sesenta minutos a la hora en que se practicó el primer intento de notificación. Aclara el TS que la ley no pretende con esa segunda notificación que sea el propio interesado quien se hará cargo de ella, sino que, en defecto de aquél, exista alguna persona en el domicilio que pueda recibirla, y considera que existe una mayor probabilidad de que esto ocurra si la notificación se practica en «hora distinta» a aquélla en que se intentó la primera. No obstante, en otra sentencia de 10-11-2004 el TS interpreta que los intentos deberían hacerse en una «franja horaria distinta» (mañana y tarde, o primera y última hora de la mañana o de la tarde), para que realmente la probabilidad de encontrar alguna persona en el domicilio fuera mayor, lo que podría conseguirse notificando incluso en día festivo en función de la actividad del interesado.

La resolución del TEAC 08-01-2015 ha sentado doctrina sobre los requisitos que deben reunir los intentos previos de notificación por comparecencia y sobre el plazo de los tres días que debe mediar entre ellos. Basándose en la Jurisprudencia del TS, el TEAC precisa el criterio sentado de que el respeto del plazo máximo de tres días que debe mediar entre los dos intentos de notificación de un acto es un requisito sustancial para la posterior validez de las notificaciones por comparecencia. La precisión se hace en el sentido de que el criterio correcto es computar el plazo por días lectivos (no naturales ni hábiles), en los que están garantizados los servicios de notificación, de forma que han de excluirse los sábados y domingos.

Respecto a los intentos de notificación en el mes de agosto, el Tribunal Supremo en STS 13-05-2015 admitió la posibilidad de declarar nulas las notificaciones edictales realizadas cumpliendo todos los requisitos formales con fundamento en la presunción del órgano jurisdiccional de no ser válidos los intentos de notificación realizados en el domicilio del interesado durante el mes de agosto por ser un mes habitual de vacaciones. Entiende que la convicción del Tribunal acerca del conocimiento real del acto notificado por el interesado, es un elemento determinante de la validez de las notificaciones en caso de conflicto.

El artículo 114.1 del RGIAT específica que se harán constar expresamente en el expediente las circunstancias de los intentos de notificación: de su rechazo, de que el destinatario está ausente, o de que consta como desconocido. Añade que una vez realizados los dos intentos de notificación sin éxito, se procederá cuando ello sea posible a dejar al destinatario aviso de llegada en el correspondiente casillero domiciliario, indicándole la posibilidad de personación ante la Administración al objeto de hacerle entrega del acto, plazo y circunstancias relativas al segundo intento de entrega, pero dicho aviso de llegada se dejará a efectos exclusivamente informativos, por lo que no tiene efectos de notificación. La RTEAC 9-10-2014 ha resaltado la importancia de que el agente tributario deje aviso de llegada en el buzón si el destinatario está ausente. Cuando la notificación se efectúa por el servicio de correos, el Reglamento que regula la prestación de los servicios postales (RD 1829/1999, de 3 de diciembre), obliga al cartero a dejar el aviso de llegada, una vez realizados los dos intentos sin éxito.

Para los procedimientos iniciados de oficio, la LGT solo indica que se intente en el domicilio fiscal del interesado (el último declarado), pero atendiendo a la consideración de esta forma de notificación como último recurso, debería intentarse también por la Administración en aquellos otros domicilios que pueda conocer por las distintas fuentes de información que dispone, aunque el RGIAT no dice nada al respecto.
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—  En el supuesto de notificaciones efectuadas por agente tributario, una vez intentada por dos veces la notificación con resultado de ausente, el agente está obligado a dejar el aviso de llegada y, si no puede hacerlo, debe indicar las causas que se lo han impedido. Se considera como un aviso para dar mayor seguridad jurídica al destinatario, para agotar todas las posibilidades orientadas a que se realice la notificación personal (RTEAC 9-10-2014).

	
—  Se precisa el criterio sentado por el TEAC, basado en la Jurisprudencia del TS, de que el respeto del plazo máximo de tres días que debe mediar entre los dos intentos de notificación de un acto es un requisito sustancial para la posterior validez de las notificaciones por comparecencia. La precisión se hace en el sentido de que el criterio correcto es computar el plazo por días lectivos (no naturales ni hábiles), en los que están garantizados los servicios de notificación, de forma que han de excluirse los sábados y domingos (RTEAC 08-01-2015).





8.2.  Forma de notificación por comparecencia

En estos casos mencionados dice el artículo 112.1 de la LGT que se citará al interesado o a su representante mediante la publicación de anuncios, para que comparezcan en las oficinas públicas y puedan ser notificados en dicha comparecencia. La forma y lugar de publicación ha ido variado durante los últimos años aunque actualmente ya se efectúa necesariamente en el «Tablón Edictal Único» del Boletín Oficial del Estado.

La regulación de la notificación por comparecencia se ha regulado finalmente a partir del 1-6-2015 con la implantación del «Tablón Edictal Único» y la vuelta a la publicación en el BOE en un nuevo Suplemento de Notificaciones. La Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalización del Sector Público y otras medidas de reforma administrativa (BOE de 17-9-2014) ha modificado el artículo 112 de la LGT con la finalidad, según su preámbulo, de facilitar las relaciones entre la Administración y los administrados: «De esta manera, el ciudadano sabrá que, mediante el acceso a un único lugar y con la garantía y seguridad jurídica que supone el «Boletín Oficial del Estado», puede tener conocimiento de todos los anuncios para ser notificado que le puedan afectar, independientemente de cuál sea el órgano que los realiza o la materia sobre la que versan.» Por tanto, a partir de 1-6-2015 se unifica el sistema y los anuncios de todas las administraciones públicas solo se publicarán obligatoriamente en el BOE los lunes, miércoles y viernes de cada semana (de forma gratuita). Las distintas administraciones pueden publicar anuncios facultativamente por otros medios, y en cuanto a la AEAT ha dejado de publicar los anuncios en su sede electrónica.

El BOE dispone de un sistema de alerta de anuncios de notificación publicados en el Suplemento de Notificaciones. El servicio BOE a la Carta le permite recibir una alerta diaria en su correo electrónico de los anuncios publicados en el Suplemento de Notificaciones del BOE que incluyan su NIF, tanto si se trata de una persona física como de una persona jurídica o entidad. Además de una dirección de correo electrónico, para acceder a este servicio debe estar en posesión de un certificado electrónico reconocido que incluye el DNI electrónico y la mayoría de los certificados usados en la actualidad.

8.3.  Contenido de los anuncios en la notificación por comparecencia

Según el artículo 112.2 de la LGT, en la publicación que se haga constará la relación de notificaciones pendientes, con indicación del obligado tributario o su representante (NIF y nombre), el procedimiento que las motiva, el órgano competente de su tramitación, y el lugar y plazo en que el destinatario de las mismas deberá comparecer para ser notificado.

La comparecencia deberá producirse en el lugar señalado en un plazo de 15 días naturales, contados desde el siguiente al de la publicación del anuncio en el boletín oficial. La antigua redacción de la LGT fijaba el plazo en 10 días hábiles, lo que complicaba el cómputo cuando había fiestas de ámbito local o autonómico.

El artículo 115 del RGIAT establece que si el obligado tributario o su representante comparecieran efectivamente en el plazo de 15 días naturales, se practicará la notificación correspondiente y se dejará constancia de la misma en diligencia, en la que constará además la firma del compareciente. En el supuesto de que comparezcan pero rehúsen recibir la documentación que se pretende notificar, se documentará esta circunstancia en diligencia a efectos de que quede constancia del rechazo de la notificación, pero se entenderá practicada la misma. En todo caso, se incorporará al expediente la referencia al boletín oficial donde se publicó el anuncio.

8.4.  Efectos de la incomparecencia

Una vez transcurrido dicho plazo de 15 días naturales desde la publicación del anuncio en el boletín oficial correspondiente sin que el obligado tributario o su representante comparezca en las oficinas públicas, la notificación se entenderá producida a todos los efectos legales el día siguiente al del vencimiento del plazo señalado (incluso aunque fuera día festivo).

La Administración deberá incorporar al expediente administrativo una certificación de la publicación en el BOE del anuncio de citación para notificación por comparecencia, para acreditar las fechas de publicación y de notificación del acto administrativo.

Para simplificar los trámites a la Administración se establece también en el artículo 112.3 de la LGT que cuando el inicio de un procedimiento, o cualquiera de sus trámites, se entiendan notificados por no haber comparecido el obligado tributario o su representante tras la publicación de los anuncios, se le tendrá por notificado de las sucesivas actuaciones y diligencias de dicho procedimiento. No obstante hay algunas excepciones, y así las liquidaciones que se dicten en el procedimiento y los acuerdos de enajenación de los bienes embargados, deberán ser vueltos a notificar con arreglo a lo establecido anteriormente, dada la importancia de estos últimos actos. Igual sucede por ejemplo, si tras un procedimiento de comprobación que se notificó por este sistema, se inicia un procedimiento sancionador: al tratarse de un procedimiento nuevo y distinto, la Administración deberá volver a intentar notificarlo personalmente al interesado por el sistema general, y de seguir siendo infructuosos los intentos volver a publicar anuncios para que comparezca.

Esta norma agiliza sin duda los procedimientos de inspección y recaudación, pues si para cualquier actuación posterior la Administración tuviera que volver a intentar la notificación, además necesitaría nuevamente al menos otros 15 días más desde la publicación del anuncio, y fue incluida en la LGT con carácter novedoso por la Ley 58/2003. En cualquier caso, el obligado tributario mantendrá el derecho que le asiste a comparecer en cualquier momento del procedimiento.
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Sobre notificaciones por comparecencia, también llamadas notificaciones por edictos, destacar algunas sentencias:


	
—  Improcedencia de la notificación mediante edictos cuando los interesados no son desconocidos y además su domicilio no es ignorado. Ese sistema de notificación sólo es viable, excepcionalmente, cuando los interesados en el procedimiento sean desconocidos o se ignore su domicilio, y ninguna de estas dos circunstancias se dan en puridad en este caso, ya que la contribuyente está y estaba perfectamente identificada, y su domicilio (donde fue localizada espontáneamente por el Ayuntamiento al hacerle la notificación personal de la providencia de embargo), no era ignorado pues lo único que ocurría es que la interesada estaba «ausente» (STS 7-7-1995).

	
—  La notificación y citación por edictos es un medio excepcional y último, que requiere el agotamiento de las otras modalidades, y la constancia formal de haberse intentado practicarlas. En caso contrario se vulnera el principio constitucional de derecho de defensa garantizado en el artículo 24.1 de la CE 1978 (STC 203/1990 de 13-12-1990).

	
—  Improcedencia de la notificación por anuncios. Prueba de los intentos en el domicilio. La notificación por el procedimiento edictal era improcedente, por no existir la debida constancia, a cargo del Servicio de Correos, del día y la hora en que se intentó la entrega de los dos repartos consecutivos y de las causas concretas que impidieron la entrega, así como la hora en que se hizo la entrega del Aviso de Llegada, que normalmente será la misma que la del segundo intento, por lo que la liquidación no fue debidamente notificada y, por tanto, era procedente la anulación de la providencia de apremio (STS 12-12-1997).

	
—  Una vez intentada por dos veces la notificación en el domicilio del interesado sin que se hubiera podido realizar por causas no imputables a la Administración, debe citarse a continuación al interesado para comparecencia por medio de anuncios (RTEAC 22-1-2004).
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‘CERTIFICADO DE NOTIFICACION EN DIRECCION ELECTRONICA HABILITADA

IDENTIFICACION DEL DOCUMENTO:

1358
Destinatario: BY

Concepto:

Cedigo seguro de veriicacién:

SL (B2 i, estd obligado a recibir por medios elecirbnicos las
‘comunicaciones y notifcaciones a realizar por ia Agencia Estatal de Administracion Tributara

De acuerdo con la informacién remitida por el prestador del Servici de Nolifcaciones Electronicas, la
‘Agencia Estatal de Administracion Tributaria certfica que:

Elacto objetode noificacién sehapuesto a disposicién de 61183)con
fecha 26-06-2013 y hora 21:22, en ef buzén electronico asociado a su direccisn electronica habiltada en e
Servicio de Noificaciones Electronicas.

Hahiendo transcurido diez dias naturales desde la puesta a disposicién del acto objeto ds notficacion en
el buzén elecirbnico asociado a su direosion slectrénica habiltada en el Servicio de Notiicaciones.
Electrénicas, sinque TIR 261183 hayaaccedidoa sucontenido, deacuerdo
con el articuio 28.3 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electronico de Ios ciudadanos a los
Servicios Piblicos, se entiende que fa notficacion ha sido rechazada con fecha 07-07-2013 y hora 00:12
teniéndose por efectuado el ramite de notiicacion y siguiéndose ol procedimionto.

Cuando a consecuencia de la utlizacién de distintos medios, electronicos o no electicos, se hayan
practicado varias nofficaciones de este mismo acto administrativo, se entenderén producidos 10das los
efectos juridicos derivados de la nofficacion, induido el plazo para Ia inerposicién de os recursos Que
procedan, a parir e la primera de [as notiicaciones correctamente praciicada.

NORMAS APLICABLES.

Ley 1112007, de 22 de junio, de acosso electrénico de los ciudadanos a los Servicios Publicos
Prctica de la notificacién por medios elecirénicos: Articulo 28

Real Decreto 167112009 de 6 de noviembre, por el que se desarrolla parciaimente la Ley 11/2007 de.
22 de junio, de acceso electrénico de los ciudadanos a os Servicios Publicos.

Précica de nolificaciones por medios elecirénicos: Aticulo 35

Eleccién del medio de notificacién: Ariculo 36

Notificacién mediante la puesta a disposicion del documento elecirénico a través de direccién electronica
habiltada: Articulo 38

Sistemas de cbdigo seguro de verficacion: Articulo 20.

Dnrn s scsrsmt L0 171205, st s s O e Vet s oo
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CERTIFICADO DE NOTIFICACION EN DIRECCION ELECTRONICA HABILITADA

IDENTIFICACION DEL DOCUMENTO

A8 Certificado: 125901023
Titular: BOT NVERSIONES

Destinatario: BS7 . INVERSIONES

‘Concepto: COMUNICACION DE INICIO DE ACTUACIONES.

Cedigo seguro de verlficacion: 892" °

INVERSIONES sL(es: ) estéobligado a ecibir por mdios electréicos s

comunicaciones y nofificaciones a realizar por 12 Ayencia Estatal de Administracién Tributaria

De acuerdo con a informacin remitida por ef prestador del Serviclo de Notficaciones Elecirénicas, la
‘Agencia Estatal de Administracién Tributaria certifica que:

£l acto objeto de notficacién se ha puesto a disposicion do INVERSIONES s
(B97  )confecha25.02-2012y hora08:42,enelbuzon electronico asociado su directién electronica
habilitaga en el Servicko de Notificaciones Electiricas.

INVERSIONES SL (@89 ha accedido al contenido del acto objeto de
noliicacion en el buzén electiénico asociado a su direccien electronica habiltada en ol Servicio do
Notficaciones Electronicas, con fecha 27-02-2012 y hora 09:49.

Guando a consecuencia de la utiizacién de distintos medios, electrénicas o no electronicos, se hayan
practicado varias nlificaciones de este mismo acto administativo, se entenderdn producidos 1odos los
efoctos juridicos derivados de la noificacion, incluido el plazo para la interposicion de los recursos aue
procedan, a parir e Ia primera de las noffcaciones correctamente practicada.

NORNAS APLIGKBLES "

Ley 1172007, de 22 de junio, de acceso electrénico de los ciudadanos a los Servicios Publicos
Précica do fa nofificacion por medios electrSnicos: Articulo 28

Real Decreto 167112009 de 6 de noviembre, por el que se desarrolia parcialmente la Ley 112007 de
22 de junio, de acceso electronico de los ciudadanos a los Servicios Publicos.

Practica de notificaciones por medios electénicos: Articulo 35

Eleccién del medio de notificacién: Adiculo 36

Noficacién mediante la puesta a disposicion del documento slect
nabiltada: Articulo 38

Sistemas de cédigo seguro de verficacion: Articulo 20.

Orden PRE/878/2010, de S de abril, por la que se establece el régimen del sistema de direccion
electrénicahabilitada previstoen el articulo 38.2 del Real Decreto 1671/2009,de e noviembre (BOE
de 12 de abril).

ico a ravés de direccion slectiérica
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\_/INSTRUCCIONESDE CUMPLIMENTACION o

1

Consigne en el caso del denunciado:

- Sies personafisica: nombre, os dos apellidos y, sise conoce, el DNI.

- Sies sociedad: nombre completo y sise conoce, el NIF.

Explicacion de lo que hace y cémo o hace, en hoja/s anexals sifuera preciso.

Si se tienen pruebas documentales incluya fotocopia de ser posible. Relacione los
documentos que se aportan.

Consigne en el caso del denunciante el nombre y los dos apelidos de la persona que
presentala denuncia.

J

«_/INEORMACION.AL:DENUNCIANTE de.las.actuaciones,practicadas.a raiz.de.1a.denuncia

_AUGAR DE PRESENTACION o

A

B)

Articulo 114 de la Ley General Tributaria segin redaccién dada por Ley 58/2003 de
17 de diciembre de 2003

Mediante la denuncia piblica se podran poner en conocimiento de la Administracién
tributaria hechos o situaciones que puedan ser constitulivos de infracciones
tributarias o tener trascendencia para la aplicacin de los tributos. La denuncia
pibiica es independiente del deber de colaborar con la Administracin tributaria
reguladoenios articulos 93y 94 de estaley.

Recibida una denuncia, se remilira al drgano competente para realizar las
actuaciones que pudieran proceder. Este Organo podra acordar el archivo de la
denuncia cuando se considere infundada o cuando no se concreten o identifiquen
suficientemente Ios hechos o las personas denunciadas. Se podran iniciar las
actuaciones que procedan si existen indicios suficientes de veracidad en los hechos
imputados y éstos son desconocidos para la Administracién tributaria. En este caso,
Iadenuncia noformaré parte del expediente administrativo,

No se considerara al denunciante interesado en las actuaciones administrativas que
seinicien como consecuencia 